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MIÑISTEKIO BE JUSTICIA É INSTRUCCIÓN PUBLICA. 

Él Exmo. Sí. Presidente interino constitucional de lá Éepúbli- 
ca, se ha servido diryinne el decreto que sigue: 

''ÉL CIUDADANO BENITO JUÁREZ, Presidmte intmno 
tónstitucional de los Estados-Unidos Mexicanos, á todos sus habitctn^ 
tes, hago saber, que considerando: 

Que por la independencia declarada de los negocios civiles del 
Estado respecto de los eclesiásticos, ha cesado la delegación que 
el soberano habia hecho al clero para que con sola su intervención 
en el matrimonio, este contrato surtiera todos stis efectos civiles: 

Que reasumido todo el ejer<5Ício del poder en el soberano, éste 
debe cuidar de que un conteato tan importante como el thatriií^o^ 
nio, se celebre con todas las solemnidades que juzgue convenientes 
á su validéis y firmeza, y que el cumplimiento de éstas lé conste de 
un modo directo y auténtico* 

Hé tenido á bien decretar lo sigtlienteS 

Art. 1, ^ El matrimonio es un contrato civil que éé éóJítím 
lícita y válidamente ante lá autoridad civiL Para sü Vftíideáf bas- 
tará que los contrayentes, préVias las forínafidades qué éstaíbleée 
esta ley, se presenten aüte a fuellar y espresen libíemeñtié la Yoltiñ^ 
tad que tienen de unirse en mafaímólrioi 

Art. 2. ^ Los que contraigan el matrimonio de^ lií níahera que 
espresa el artículo anterior, go^an todds los derechos y'prferogítti- 
vas que Imhyéé civiles tícttieedéií á k>s casftdoffi 

Art. 3. ® El ma**Étító^ió civil nó' ptiede celébíaíáe' iám (¡úé 
por ua sok> b^ífttoe <;oñ u?tó sda; mü^éf. Labigéátííay la poli- 
^mí^eK>iñ^úmf{óMmitífiymiétméL lasmi^tó$^ás^^ttó M 
tienen señaladas las leyes vijentes» 
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Art. 4, ® El matrimonio civil es indisoluble, por consiguiente 
solo la muerte de alguno de los cónyuges es el medio natural de 
disolverlo; pero podrán los casados separarse temporalmente por 
alguna de las causas espresadas 'en el £u*ticulo 20 de esta ley. Es- 
ta separación legal no los deja libres para casarse con otras perso- 
nas. 

Art. 5. ® Ni el hombre antes de 14 años ni la muger antes 
de los 12 pueden contraer matrimonio. En casos muy graves y 
cuando el desarrollo de la naturaleza se anticipe á esta edad, po- 
drán los Gobernadores de los Estados y el del Distrito en su caso^ 
permitir el matrimonio entre estas personas. 

Art. 6. ^ Se necesita para contraer matrimonio la licencia de 
los padres, tutores ó curadores siempre que el hombre sea menor 
de 21 años y la muger menor de 20. Por padres para este efecto 
se entenderán también los abuelos paternos. A falta de padres, 
tutores ó curadores, se ocurrirá á los hermanos mayores. Cuan- 
do los hijos sean mayores de 21 años pueden casarse sin la licen- 
cia de las personas mencionadas. 

Art. 7. ® Para evitar el irracional disenso de los padres, tuto- 
res, curadores y hermanos, respectivamente ocurrirán los interesa- 
dos á las autoridades políticas, como lo dispone la ley de 23 de 
Mayo de 1837, para que se les habilite la edad. 

Art, 8. ^ Son impedimentos para celebrar el contrato civil 
del matrimonio los siguientes: 

I. El error cuando recae esencialmente sobre la persona. 

II. El parentesco de consanguinidad legítimo ó natural sin 
limitación de grado en línea recta ascendente y descendente. En 
la linea colateral iguala el impedimento se estiende á los hermanos 
y medios hermanos. En la misma línea colateral desigual, el im- 
pedimento se estiende solamente á los tios y sobrinas ó al contrario, 
siempre que estén en el tercer grado. La calificación de estos 
grados se hará siguiendo la computación civil. 

IIL El atentar contra la vida de alguno de los casados para 
casarse con el que quede libre. 

rV. La violencia ó la fuerza con tal que sea tan grave y noto- 
ria que baste para quitar la libertad del consentimiento. 

V. Los esponsales legítimos, siempre que consten por escritu- 
ra pública y no se disuelvan por el mutuo disenso de los mismos 
que los contrajeron. 
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VI. La locura constante é incurable. 

VII. El matrimonio celebrado antes legítimamente con perso- 
na distinta de aquella con quien se pretenda contraer^ 

Cualquiera de estos impedimentos basta para que no se permita 
la celabracion del matrimonio, ó para dirimirlo en el caso de que 
existiendo alguno de ellos se haya celebrado, menos el error sobre 
la persona que puede salvarse ratificando el consentimiento, des- 
pués de conocido el error. 

Art. 9. ^ Las personas que pretendan contraer matrimonio se 
presentarán á manifestar su.voluntad, al encargado del registro ci- 
vil del lugar de su residencia. Este funcionario levantará una 
acta en que conste el nombre de los pretendientes, su edad y do- 
micilio, el nombre de sus padres y abuelos de ambas líneas hacien- 
do constar que los interesados tienen deseo de contraer matrimo- 
nio. Dé esta acta que se sentará en un libro, se sacarán copias 
que se fijarán en los parajes públicos. Por quince dias continuos 
permanecerá fijada la acta en los lugares públicos á fin de que, 
llegando á noticia del mayor número posible de personas, cual- 
quiera pueda denunciar los impedimentos que sepa tienen los que 
pretenden el matrimonio. Cuando se trate de personas que no 
tienen domicilio fijo, la acta permanecerá en los parajes públicos 
por dos. meses. 

Art. 10. Pasados los términos que señala el artículo anterior 
y no habiéndose objetado impedimento alguifb á los pretendientes, 
el oficial del registro civil lo hará constar así y á petición de las 
partes se señalará el lugar, dia y hora en que deba celebrarse el 
matrimonio. Para este acto se asociará con.el alcalde del lugar y 
procederá de la manera y forma que se espresa en el artículo 15. 

Art. 11. Si dentro del término que señala el artículo anterior 
se denunciase algún impedimento de los espresados en el articulo 
8 el encargado del registro civil lo hará constar y ratificar simple- 
mente á la persona que lo denunciare. Practicada esta diligencia 
remitirá la denuncia ratificada al juez de primera instancia del 
partido para que haga la calificación correspondiente. 

Art. 12. Luego que el juez de primera instancia del pariiido 
reciba el espediente, ampliará la denuncia y recibirá en la forma 
legal cuantas pruebas estime convenientes para esclareced la. ver- 
dad, inclusas las pruebas que la parte ofen^da presente. La prác- 
tica de estas diligencias no deberá demorar mas de tres dias, á no 



8er que alguna prueba impoiftaxite ii^nga que rendirse fuera del lu- 
g^, ^ cuya casa el Juez praden^^oaeute coj^P^i^á para rendirla 
elmenor tiempp posible. 

A^, la. En, <?aso de rewjta^ por plena justificación, legitimo 
^ unpedimei^to alegado, declarará que laa personas no pueden con- 
i^¿si¡&i; n^at^impnio, y así, lo notáfíeará á las partes. De esta decla- 
r^tOipn, solo, habrá lugar al recurso de re^wnsabilidad. Luego que 
se haga á las partes la notificación espresada, la comunicará tam- 
bieiji ^ encargado del registro civil de quien recibió el espediente, 
pftTfl, que la haga constar al calce de la acta de presentación. 

4rt. 14. Cuando ijo resulte probado el impedimento, hará la 
declaración correspondiente, la notificará á las partes y la comuni- 
cará al encargado del registro civil para que proceda al matrimo- 

Art. 15. El dia designado para celebrar el matrimonio ocur^ 
ri^án los interesados^ ial encargado del registro civil y éste asociado 
del alcajlde del lugar y dos testigos mas por parte délos contrayen- 
tes, preguntará á cada uno de ellos, expresándolo por su nombre, 
§i es su voluntad unirse en majtrimonio con el otro. Contestando 
ambos por la afirmativa, les leerá los artículos 1. ® , 2. ^ , 8. ^ y 
4? ^ de esta ley, y haciéndoles presente que formaHzada ya . la 
franca expresión del consentimiento y hecha la mutua tradición de 
laa personas, queda perfecto y concluido el matrimonio, les mani- 
festará: Que este es el único medio moral de fundar la faaniHa, de 
conservar la. especie, y de suplir las imperfecciones del individm 
qne, no puede bastarse á s^ mismo para, llegar á la perfección del 
género hujíimOr Que éste no existe en la persona solo sino en la 
dualidad conyuga]. Que los casados deben ser y serán sagrados 
el uno para, el otro, aun mas de lo que es cada uno para sí. Que 
el: hombre cuya?. dotes secsuales son principalmente el valor y la 
ftierza, debe dar y dará á la. muger protección, alim^to y direc- 
qipn, tratándola siempre como á la parte mas deHcada, sensible y 
4^1 de sí mismo, y con la ma^ianimidad- y benevolencia generosa» 
que el fuerte debe al débil, esencialmente cuando este débil se en- 
ke^ga á él y cu^j^do por la saGÍeda4 s€f le ha coaifiado. Que la 
mugeí cuyas.principales^ dotes, secisuales son la abnegacio4, laibe- 
Ü.e;^a, If» compasión, la p^espicacia y la ternura^ debe dar y dará al 
rxmj^Or obediencia, agrado^ asi^teíicia,^ cpp^uelft y <K)qBejOj tratwt^ 
dj^J'q siempre cp%Ía^v^n^a^^ l^i. perspft*: (^^\ ^^' 



apüya j deáéode j don k ddücádeza de qoieii. no quiere éiAspma 
k parte brosca, irritable j dora de sá mismo. Qde el n&d y el cm- 
tro Be dd^en y tendrán respeto^ ddferenda, fidelidad^ ccm&eamkf 
ternura, y ambos preenrarán que lo que el nao se esj>erabft doí o- 
tro al unirse con él, no ¥ayá á ^mentirse con k nnjion. Qme 
ambos deben prudenciar y atenuar sus faltas» Que múicñ 80 M-^ 
rán injurias, porque las injurias esiitre' los casados de^ílLonrlm aicjue 
las vierte y prueban su ía&B de tino ó de eordktra en láí elec- 
ción; ni mucbo maios se maltratarán, de oJwra, potqtíe es viHttKr y 
cobarde abusar de la fuerza. Que ambos deben ptepararse con el 
estudio, y amistosa y mutua correccioii dis sub del^ctoer^ á la sn- 
prema magistratura de padres de familia, para qne ctíando lleguen 
á serlo, sus hyos encuentren en eflos buen ejmnplo^ y una condue- 
ta di^aa de servirles de modelo. Que la doctrina que inspiren á 
estos tiernos y amados lazos de síu afecto» bará^ su suerte jirósjera 
6 adversa; y la felicidad ó desventura de los bijos será la reoom- 

?>ensa ó el castigo, la ventura ó la desdicha» dé bs- padres- Que 
a sociedad bendice, considera y alaba á los buenos padres por éb 
gran bien que le hacen dándole buenos y cumplidos^ ciudadano^ y 
la misma, censura y desprecia debidammté á- los» que por abeado^' 
no, por mal entendido cariño^ ó por su mal ejemploj corrompen' el 
depósito sagrado que la naturaleza les confió, concediéndoles tales 
hijos. Y por último, que cuando la sociedad vé que tales perdo- 
nas no merecian ser elevadas á la dignidad de padres, sino que so- 
lo debían haber vivido sujeta» á tutela, como incapaces de condu- 
cirse dignamente, se düeLe de habei* consagrado con su autoridad» 
la unión de un hombre y una mugér que no han sabido s^ Mbr^ 
y dirijirse por sí mismos hacia el bien. 

Art. 16. Guando alguno de los contrayentes- negare sü conseno- 
timiento en el acto de ser in(6iix)gado, todo se; suspenderá, hadéa^ 
dose constar así, 

Art. 17. Concluido el acto dd matrimicmio, selervánta^á' el' aéta 
correspondiente que fírmaró)i los esposos^ y sus testigos y que auto^ 
rizará el encargado del registro dvil y el( alcalde- aáociado> asen^ 
tóndola en el libro correspondiente; Be esta; a^dajrá á los >^a« 
sos, si lo pidiesen, testimonio en forma legal. 

Art. 18; TMe documento tiene fiíérea legal para probüír pleAa- 
mentfe^ en juicio y fiíeift de. él^ d) matzimoióo. kgítim^imente ceh^ 
brado. 
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Art. Id. Siempre que pasen seis meses del acto de la presen* 
tacion al acto del matrimonio,se practicarán nuevamente todas las 
diligencias, quedando sin valorías que antes se hubieren practicado. 

Alt* 20. El divorció es temporal y en ningún caso deja hábi- 
les á las personas para contraer nuevo matrimonio mientras viva 
alguno de los divorciados. 

Axt. 21. Son causas legítimas para el divorcio: 

I. £1 adulterio, menos cuando ambos esposos se hayan hecho 
reos de este crimen, ó cuando el esposo prostituya á la esposa con 
su consentimiento; mas en caso de que lo haga por la fuerza, la 
muger podrá separarse.del marido por decisión judicial sin perjui- 
cio de que este sea castigado conforme á las leyes. Este caso, asi 
coíno el de concubinato público del marido, dan derecho á la mu- 
ger para entablar la acción de divorcio por causa de adulterio. 

II. La acusación de adulterio hecha por el marida á la muger 
ó por esta á aquel siempre que no la justifiquen en juicio. 

ni. El concúbito con la muger, tal que resulte contra el fin 
esencial del matrimonio. 

rV. La inducción con pertinacia ál crimen, ya sea que el mari- 
do induzca á la muger ó esta á aquel. 

V. La crueldad excesiva del marido con la muger ó de ésta con 
aquel. 

VI. La enfermedad grave y contagiosa, de alguno de los espo- 
sos. 

VIL La demencia de uno de los esposos, cuando ésta sea tal 
que fimdadamente se tema por la vida del otro. En todos estos 
casos, el ofendido justificará en la forma legal su acción ante el 
juez de primera instancia competente; y éste, conociendo en juicio 
Sumario, fallará inmediatamente que el juicio esté perfecto, que- 
dando en todo caso á la parte agraviada el recurso de apelación y 
súplica. 

Art. 22. El Tribunal ^superior á quien corresponda, sustancia- 
rá la apelación con citación de las partes é informes á la vista; y 
ya sea que confirme ó revoque la sentaicia del inferior, siempre 
tendrá lugar la súplica que se sustanciará del mismo modo que la 
apelación. 

Art. 23. La acción de adulterio es común al marido y á la mu- 
ger en su caso. A ninguna otra persona le será hcito ni aun la 
denuncia» 
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Art. 24. La acción de divorcio es igualmente oomtm al mari- 
do y á la muger en su caso. Cuando la mugor intente esta acción 
ó la de adulterio contra el marido, podrá ser amparada por sus 
padres ó abuelos de ambas líneas. 

Art. 25. Todos los juicios sobre yalidez ó nulidad del matri- 
monio, sobre alimentos, comunidad de intereses, gananciales, res- 
titución de dote, divorcio, y cuantas acciones tengan que entablar 
los casados, se ventilarán ante el juez de primera instancia com- 
petente. Los jueces para la sustanciacion y decisión de estos jui- 
.cios se arreglarán á las leyes vigentes. 

Art. 26. Los testigos que declaren con. falsedad en la infor- 
mación de que trata el articulo 12 de esta ley, serán castigados 
con la pena de* dos años de presidio. Los denunciantes que no 
justifiquen la denuncia, serán castigados con un año de presidio, y 
si la denuncia resultare calumniosa, sufrirán tres años de presidio. 

Art. 27. En la imposición de las penas que espresa el artículo 
anterior, nunca se usará del arbitrio judicial. 

Art. 28. Los juicios que se sigan contra las personas que es- 
presa el artículo 26, serán sumarios. De la sentencia que en ellos 
pronuncien los tribunales competentes habrá lugar á la apelación 
que se sustanciará con citación y audiencia de los reos. Si la sen- 
tencia de vista fuere conforme de toda conformidad con la de pri- 
mera instancia, causará ejecutoria. En caso contrario habrá lu- 
gar á la súplica que se sustanciará como la apelación. 

Art. 29. El juici'} de responsabilidad intentado contra el juez 
de primera instancia por las declaraciones que haga en materia de 
impedimentos, conforme á la facultad que le concede el artículo^ 
13, se seguirá del modo que lo mandan las leyes vigentes, y la pe- 
na que se imponga será la de destitución de empleo é inhabüidad 
perpetua para ejercer cargo alguno del ramo judicial en toda la 
República. 

Art. 30. Ningún matrimonio celebrado sin las formalidades 
que prescribe esta ley será reconocido como legítimo para los efec- 
tos civiles; pero los «asados conforme á ella, podrán si lo quieren, 
recibir las bendiciones de los ministros de su culto. 

Art. 31. Esta ley comenzará a tener efecto en cada lugar lue- 
go que en él se establezca la oficina del registro civil.. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el 
debido cumplimiento. Dado en el palacio del gobierno general, 
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éülft Hé- V«ra«ni2, JuUo 2@áel869.— J9emto Juarez.'-yÁl C. Líe. 
Mamiel Ruüs, miniátro de ju^daé instniccian públical" 

Y lo comunico á V. E. pam su inteligeiicia y cumplimiento. 
Palacio del gobierno general en Veracruz, Jnlio 23 de 1859. — 
Muü. — Exmo. Sr. Gobernador del Estado de.... 

MINISTERIO DE GOBERNACIÓN. 

El Exmo. Sr. Presidente constitucional de la República, se ha 
servido diñarme el decreto que sigue: 

''EL CIUDADANO BENITO JUÁREZ, Presidente interino 
constitucional de los Estados- Unidos-Mexicanos, á loi habitantes de 
la BégpúbUca: 

Considerando que: paía perfeccionar la independencia en que 
deben permanecer recíprocamente el Estado y la Iglesia, no puede 
ya encomendarse a esta por aquel el registro que había tenido del 
n^-oimiento, matrimonio y fallecimiento de las personas, registros 
cuyos datos eran los únicos que servían para establecer en todas 
las aplicaciones prácticas de la vida, el estado civil de las personas: 

Que: La sociedad civil no podrá tener las constancias que msi^ 
le importan sobre el estado de las personas, sino hubiese autoridad- 
ante la que aquellas se hiciesen registrar y hacer valer* 

Hq tenido á bien decretar lo siguiente: 

SOBRE Eli ESTADO CHIL DE LAS PERSONAS. 

ÜÍSPOSlCIONES GEKKBAÍiBSé 

A^ 1. ^ Bet^e^hleem m to^ la República funcionarios qué 
se llamarán Jueces del estado civil, y que tendrán á su cargo la averi-^^ 
guadoai y modo de hacer constar el estado civil de todos los m€gi- 
ctfaós yextfanjaros^iefeíáeiites^en eí territoiTO nacional, por cuanto 
ooñmrí^A mitOíé^eiÉk^^, ^^^ arrogación, reconocimiento, 

matrimonio y faüedlmi^to¿ 

krt. -SL ^^ Lo# Qoberúáfáéf e» áe4éi*Etítados, Distrito y Temto- 
rio, desi^aráli sin ;^^ída áe tooteentO) las peMacioíie^ en que 
debOT/ re¿i^ los- Jtiéces- del estadd^ ervil^ él número quc" de éflos 
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m que deben ejercer isaa nctoi^; Quiáf^udo de qae no Jm^j^ PPI^, 
alguno de bus resp^livQS territorios en d que no sea cómodo y fá- 
cil, así á ios habitentes como á los jueces, el desempeitio prontQ y 
exacto de las prescripciones de esta ley. 

Art. 3. ^ Los jueces del estado civil serán mayores de treinta 
años, casados ó viudos y de notoria probidad; estarán escentí>s del 
servicio de la guardia nacional, menos en los casos de sitio rigoro- 
Bo de guerra estrangera en el lugar en que residan, y de toda carga 
concegiL 

En las faltas temporales de los Jueces del estado civü, serán es- 
tos reemplazados por la primera persona que desempeñarle las 
funciones judiciales del lugar, en primera instancia. 

A juicio de los Gobernadores de los Estados, Distrito y Territo- 
rio, juzgarán y calificarán los impedimentos sobre el matrimoníOf 
sin necesidad de ocurrir al Juez de primera instancia y cftlebr^urán 
aquel sin asociarse con el Alcalde del lugar, si por sus conqcipiien- 
tos son dignos de ello. Los Gobernadores dei^rminaa^án e^tas fy»-^ 
cultades en los nombramientos que de tales jueces espidan. 

Los Jueces del estado civil que no tengan declaradas desdie su 
nombramiento estas facultades podrán adquirirlas c^on ^1 bae9 de- 
sempeño de sus funciones y la instrucción qq^e en élmjpno a4q^Í6- 
ran, en cuyo caso pedirán al Gobernador la autorización correspon- 
diente; pero mientras no se les declare el uso de tfjes íaculta^^^ 
deberán remitir al juez de prinxera instancia el conocimiento de 
los casos de impedimento, según ej a^rtículo 11 de ja ley Áb ,^ de 
Julio de 1869, y se asociarán al Alcalde del lug?ir confo^e eí ¡íur- 
tículo 45 de la misma ley. 

Tales artículos se declaran asi transitorios. 

Art. 4. ^ Los Jueces del estado civil Uevar^n por duj^cado 
tres libros que se denominarán Registro civily y se diyidirígi en, 1. ^ 
Actas de nacimiento, adopción, reconocimiento y arrc^^io^, ^. ^ 
Actas de matrimonio y 3. ^ Act^s de fallecimiento, jín ip^o de 
estos libros se sentarán las actas originales de cada ramo y eji €¡1 
otro se irán haciendo las copian del misino. 

Art. 5. ® ' Todos los Uferos del regi^^o civil feíjáp visados en 
BU primera y última foja por ja primea autoridad Jíojític?. del Can- 
tón, Dep^rtaíipiwto ó ííistrito y. autorizadas por la jrósn^a CM ^F 
i?ttbrica í^tadMflns demás fqjas» Se r^noygrrsn cft^a j^np y .^1 
^^D^^ msm^ de f^U iwip.^ ,#w qft^^f á m ^ jftrgbfcvo 44 
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Bé^g^ro cml, asi como los documentos sueltos que les correspon- 
dan; remitiéndose, el primer mes del año siguiente, á los Gobier- 
nos de los respectivos Estados, Distrito y Territorios los libros de 
copia, que de cada uno de los libros originales ha de llevarse en la 
oficina del Registro civil. 

^ Art, 6. ^ El Juezs del Estado civil que no cumpliere con la 
prevención de remitir oportunamélpite las copias de que habla el 
artículo anterior á los Gobiernos de. los Estados, Distrito y Territo- 
rios, será destituido de su cargo. 

Art. 7. "^ En las actas del Begistro civil se hará constar el 
año, dia y hora en que se presenten los interesados, los documen- 
tos en qué consten los hechos que se haií de hacer registrar en 
ellas y los nombres, edad, profesión y domiciUo, en tanto como sea 
posible, de todos los que en ellos sean nombrados* 

Art. 8. ^ Nada podrá insertarse en las actas, ni por vía de 
nota ó advertencia, sino lo que deba ser declarado por los que 
comparecen para formarías. 

Art. 9. ® Para los casos en que los interesados no puedan 
concurrir personalmente, podrán hacerse representar por un encar- 
gado, cuyo nombramiento conste por escrito y que se archivará 
después de haberlo citado en él acta. 

Art. 10. Los testigos que intervengan én los actos del estado 
civil serán mayores de diez y ocho años, prefiriéndose los interesa- 
dos en el acto, sean ó no parientes. 

Art. 11* Sentada en el libro el acta de lo que se trate, será 
leída por elJuez del estado civil á los interesados y testigos, fir- 
mándose por todos, y notándose que la lectura se hizo y que con 
ella quedaron conformes los interesados. Si entre ellos algunos no 
firman, se sentará nota del motivo por que no lo hacen. 

Art. 12. Las actas serán escritas la tina después de la otra sin 
dejar entre ellas ningún renglón entero en blanco, y tanto el nú- 
mero ordinal de ellos, como el de las fechas, estarán escritos con 
todas sus letras, sin que sea lícito poner por abreviatura, ninguna 
de las palabras de las actas y salvando al fin de ellas con toda 
claridad las entrerenglonaduras, lo testado y tachado si por acci- 
dente lo ha habido. Las tachas se harán con simples líneas que 
impidan borrones y defectos para él reverso de la fofa jr no se ha- 
rá ninguna raspadura. Solo en las actas de presentación de ma- 
trimonios se dejarán cuatro renglones en blanco paipai los ^so3 que 



ésplica el artículo 82 de esta ley, práctica transitoria que solo dura- 
rá basta que en todos los puntos donde deba baber Jueces detes- 
tado civil, estos tengan todas las facultades necesarias, pues des- 
de abora, en los Kegistros civiles llevados por los Jueces que ten- 
gan todas sus facultades, los Registros se llevarán conforme á la 
regla de que cada acta siga á la otra sin renglones blancos interme- 
dios, y la prevención del artículo 13 de la ley de 28 de Julio, so- 
bre que conste al calce de el acta de presentación, la de impedi- 
mento se declara transitoria. 

Art. 18. "^ Las raspaduras, aplicaciones de ácidos, así como to- 
da alteración, toda falsificación en las actas del Rigistro civil ó en 
las copias que de ellas se den á las partes: toda inscripción de estas 
actas hecha sobre una hoja que quede suelta ó de otro modo que no 
sea sobre los Registros destinados á ellas, serán castigados con la 
destitución^ si el autor faere elJue^del estado civil, ■ Si no fuere él 
será su obligación probar que otro lo hizo. Este, otro. y él, serán 
ademas responsables para con las partes interesadas por los daños 
y perjuicios que de tales faltas se le sigan; y por último, serán cas- 
tigados con las penas que á los falsarios imponen las leyes. 

Art. 14. ^ Los apuntes dados por los interesados, así como los 
documentos en virtud de los cuales hayan obrado algunos, se colec- 
<5Íonarán y anotarán por el Juez del estado civil y se depositarán 
xíada año con el ejemplar que ha de quedarse en el archivo del Re- 
gistro civil. 

Art. 15. *^ Toda persona puede hacerse dar testimonio de cual- 
quiera de las actas dd Registro civil. Estos testimonios harán plena 
fé y producirán todos los efectos civiles. 

Art. 16. ^ Para establecer el Estado civil de los mexicanos na- 
cidos, casados ó muertos fuera de la República, serán bastante las 
constancias que de ei^os actos presenten los interesados, simnpre 
que estén tales actos conformes con las leyes del país én que se ha- 
yan verificado y que se hayan hecho constar en el Registro civil. 

Art. 17i ^ Los Gobernadores de los Estados y del Distrito y el 
gefe político del Territorio impondrán en sus respectivas demarcacio- 
nes una aantribucion indirecta para dotar á los Jueces del estado 
civil. Les servirá de base el mayor ó menor trabajo que se tenjga 
en las actas de este Registro y píoporcionalmente á tal trabajo 
fijarán las cuotas de la contribución que pagarán los que ocupen 
al Juez para tal tral)ajo d^l estado: cML. : j . ii\ 
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Esce^tuarán de todo p^^o, en las cosas necesanas para la vaH- 
áéz de los actos, á los pobres; teniendo por tales, y para solo los 
¡efectos de esta ley, á los que vivan de soló un jornal que no exceda 
de cuatro reales di¿rioj5. 

Cuidarán de que las cuotas sean módicas y de que el arancel que de 
ellas se forme esté impreso y fijo en lugar aparente y de fácil acce- 
so en la c^m municipal y en la del Juez del estado civil. 

El papel en que se certifiquen las actas para los interesados que 
de ellas quieran constancias, valdrá cuatro reales el medio pliego, 
y estará marcado e^ecialmente para eDas é impreso conforme al 
modelo que sigue de este artíéulo. Se ministrará por los Gober- 
nadores á los Jueces del estado civil para cuya dotación en parte 
se establece este sello, y estos Eevarán cuenta de sus rendimientos, 
así como de la contribución y remitirán esta cuenta cada año á sus 
gobiernos al mismo tiempo que el Kbro copia de las actas del Re- 
gistro civil. • 

MODELO PARA EL PAPEL DE CERTIFICADOS DE QUE HABLA EL ART. 17. 

Para certificados de las a^tas del Registro civil. Ano de 

En nombre de la República de México y como Juez del estado civil de 
este lugar, hago saber á los que la presente vieren y certifico ser cierto, 
que efi el libro Núm. .„.,.,. del Registro civil que es á mi cargo, á la 
foja se encuentra sentada una acta del tenor siguiente: 

DE LAS ACTAS DE NACIMIENTO. 

Art. 18. ^ Las declaraciones de nacimiento se harán en los 
quince días que siguen al parto, siendo presentado el niño al Juez del 
^ado civil. En las poblaciones donde no haya establecido el 
Registro civil, él niño será presentado al que ejerza la autoridad local 
y éste dará la constancia Tospectiva, que los interesados llevarán al 
Juez del estado civil para que asiente •el acta respectiva. 

Art. 19. El nacimiento del niño será declarado por el padre: 
én defecto de éste por los médicos ó cirujanos que hayan asistido 
al parto, ó por las parteras; en defecto dé todos estos, por aquel 
en cujra casa se haya verificado el parto. El acta de esta presen- 
tocion se asentará inmediatamente <^n dos testigos: 

Art. 20« Contendrá estarfB^iaeL^áybam y Ingatáelnao^ 



■to^.elsóxo del i4fto, e} noml^te 41W se le pogg&^.4 iW»J^Í»# ají^r 
éo y residenciift Je los pa4jpes ó 4e Ija ma,die, cuamio no liíija. i^jp 
que ésta; el QQn^bre y isipellido de los testigos^ Guandp Ut ^^ci^^ 
no qi^era manifestar su noííil?re, se pondrá la ncj^ de qji^, ej pi^o 
es de padres no conocidos. 

Aiii. 21. Toda persona qu^ eijLCoptfare un n^po recién np^do, 
está obligado á llevarlo al Jue^ diel estado civil, así comp ios v^p- 
tidos ó cualquiera otros efectos enaoíitra4os con d niño y á 4ficl¿- 
rar todas las circunstancias d^ tiempo y de lugar en que lo haya 
encontrado. 

Art. 22. De todo esto se levantará una acta bien pprpienarim- 
da en la que conste, ademas, la edad aparente del niño, su se^o, el 
nombre que se le imponga y el de la persona que de él se encjar- 

Art. 33. Cuando un Juez decidí^ sóbrela adopción, ai^ogf^áon 
o reconocimiento de un niño, avisará al Juez¿e el estado civil pa- 
ra que inscriba sobre los registros upa acta y en ella se h^á mep- 
cion de la del nacimiento, si la hay. 

Art. 24. Sobre los naciíniemtos que se verifiqueoí a bordo d^^aj- 
gun buque costanero ó de alta mar, los interesiado9 Izaren estender 
un ciertificado del acto,, en que conste la hora, dia, mes y año del 
nacimiento, el sexo del niño, el nombre ó apelüdp y domicil^p ha- 
bitual, si se sabe, de los padres ó de la nfiadre, y pedirápi que I9 
autorice al capitán ó patrón, si es posible^ ó dos testigos mas d^ 
lo^ que se encuentrí^n á bordo, anotándose, si no los hay, esta cir- 
cunstancia. %n el primer punto poblado que toque de la cpata.de 
la República, los interesados entregarán tal constancia al Ji^ez d^ 
estado ci^dl para que de ello siente acta, ó á la autoridad lócala de 
quien será obligacipn remitirlo al Juez del estado civil, 

DE LAS ACTAS DE MATRIMONIO. 

^í. 25. Las persoi^as que pretei^dan contraer mat^rimonio se 
presentarán ante el JuQz del estadp civil, quien tomará sobre el 
rjBgistro, nota de esta pretcnsión, levantaíido de ella acta, en qup 
apasten los naml^ries,. ap!#i¡4os, pro^esime^ y , donuoilios 4e los p% 
dres y madres, así coijao laj^edaraf^on. y^npgaWes, ed^^^ 
de dpsteslágps q\^.p]?espi^á cji^^^p^ í^p^x Qopstftr, su 
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derlo contraía* exige la ley de 2d de Jnlio de 1859. Tal acta será 
indcrita Bobré el registro número 2, de que ya se ha hablado, y ^i 
ella. constará ademas la licencia de los padres ó tutores, si algano 
de los contrayentes fuese menor de edad, ó la dispensa correspon- 
diente. 

Art. 26. Si de las declaraciones de los testigos consta la apti- 
tud de los pretendientes, respecto por lo menos de los principales 
requisitos para contraer matrimanio, se harán copias del acta y áer 
ellas se fijará la una en la casa del Juez del estado civil en lugar 
bien aparente y de fácil acceso y las otras dos en los lugares pú- 
blicos de costumbre. Permanecerán fijas durante quince dias y 
será obligación del Juez del estado civil reemplazarlas si por cual- 
quiera accidente se destruyen ó vuelven ilegibles. 

Art. 27. En el caso de que cualquiera de los pretendientes ó 
íim^bos no hayan tenido en los seis meses últimos el mismo domi- 
cilio, se remitirán o^ias del acta dé presentación á los anteriores 
domicilios. Pero, si en ningún punto lo hubiesen tenido seis me- 
ses continuos del año anterior al dia de la presentación, se les re- 
putará para esto como vagos; y los anuncios ó copias del acta de 
presentación durarán fijas en los lugares ya señalados, dos meses, 
en vez de los quince dias prescritos en el artículo 26 de esta ley. 

Art. 28. A juicio de los Gobernadores de los Estados, Distrito 
y Territorios, se podrán dispensar las publicaciones, cuando los 
interesados representen para ello razón bastante. Cuando se pida 
esta dispensa el Juez del estado civil sentará acta especial sobre 
ello y con una copia certificada de esta acta ocurrirán los interesa- 
dos al Gobierno. ^ 

Art. 29. Si dentro del término fijado en el artículo 26 de esta 
ley se denunciase al Juez del estado civil algún impedimento con- 
tra un matrimonio anunciado, sentará de ello acta, en la que cons- 
te el nombre, apellido, edad y estado del denunciante, haciendo 
ratificar tal denuncia, ante dos testigos que con el denunciante 
firmarán el acta, anotándose en ella por que no firma alguno, si 
tal es el caso. Practicada esta diligencia, remitirá al Juez de prir 
íñera instancia del partido la denuncia ratificada, si hubiere sido 
hecha por escrito, ó copia del acta si hubiere sido verbal. En el 
primer éaso sentará copia de ella en el acta. 

Art. 80. Cuando haya jsido necesario libr» copias del acta de 
prestación á los ju^es del estedd tivil de otros d<miicilios pam 



que en ellos 66 publiquen^ estoB tm^&a obligacíoiiy. pasados los 
términos de la publicación, de dar testimonio del acta que levan- 
tarán sobre el hecho de no habeíse interpuesto impedimento ó del 
resultado del que acaso se interpusiere. Sin haber recibido estas 
<;onstancias y la certeza por ellas deque el matrimonio puede cele- 
brarse, no podrán los jueces, ante quienes penda la presentación, 
proceder al matrimonio. Estas constancias formarán parte del 
acta de que habla el articulo anterior. 

Art. 31.. Los jueces del ^trdo civil harán anotación de los oer- 
tifiqados que las partes les entregarán, de que no hubo oposición en 
los puntos á donde se mandaron fijar iguales anuncios, conforme á 
lo que dispone el artículo 27 de esta ley. 

Art. 32. Pasados que sean los térmiuos fijados por la citada 
ley de 12 de Julio, si el impedimento no hubiere resultado proba- 
do, ó si na. lo hubiere habido, se hará constar cualquiera de estas 
-dos cricunstancias al calce de la acta de presentación, inutilizán- 
dose el resto de renglones en blanco, con dos líneas paralelas a 
ellos. . . 

Art. 33. ^ ] Acto continuo se levantaré la aqta correspondiente 
.en que se repetirán estas conótacias y la de que en otros doniicilos 
iio ha habido iihpedimento,- y de acuerdo con los interesados -seña- 
laxa el Juez del estado civil el lugar, dia y hora en que se ha de 
celebrar el. mótíimonio, siempre que fuere esto compatible con las 
atenciones habituales del Juez del estado civil, pues si no, se 
verificará en la casa del Juez á la hora qus éste indique; pero el 
dia será siempre fijado por las partes. = 

Art. 34. ^ Cumplido ló que previene la lectura del articulo 16 de 
la ley de 23 de Julio ya citada y el acto del matrimonio, se levantará 
inmediatamente una acta de él en que conste: 

I. Los nombres, apellidos, edad, profesiones,. domiciHos y lugar 
del nacimiento de los conteayentes. 

II. ^i son mayores ó menores de edad. 

III. Los nombres, apelKdos, profesiones, y do miciMo de lospadres. 

IV. El consentimiento de los padres, abuelos, tutores, ó la habi- 
litación de edad* 

Y. La constancia relativa á que hubo ó no inapedimento y si lo 
hubo, de que este no fué declarado legítimo. 

VI. La declaración de los esposo^ de tomarse y entregarse 
mutuamente por marido y muger,, su vQlwtad 9£n^a de pdrse 
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eh máiHinoñio jr k dedaradón ^e de haber quedado tinidos, hará m. 
^óiiibre de la sociedad y eoirforme al artículo 12 de la repetida ley 
de 23 de Jnlio, él Juez ddi estado civil^ luego que hayan pronunciado 
el $i que los une. 

Vil. Los nwnbres, apellidos, edad, estado, precesiones y domi- 
ci]Lio de los testigos, su declaración sobre si son ó no pariente de 
los contrayentes y si lo son, en qué grado y de qué línea. 

Art. 35. ^ Los Gobernadores de los Estados y Distrito y el Gefe 
político del Territorio harán arancel de los derechos que por cada 
uno de estos actos deben pagar las partes, como lo harán de las que 
conciemen al nacimiento, arrogación, subrogación y reconocimiento 
de los hijos; procurando que las cuotas sean módicas. Ningunos 
derechos ^e cobran ni recibirán por las actas de fallecimiendo. Com« 
prenderán también en el arancel el precio de los certificados ó copias 
de las partidas; previniendo que á los pobres deben darse gratis. 
Se entiende por pobres para este solo efecto todos aquellos cuyo jor- 
nal no exceda de cuatro reales. Estos certificados se estenderán en 
papel especial impreso para las geiieraUdades de ellos. Tal papel 
reemplazará el del sello que la ley señale para tales constacias 
y se (>agará el ralor de tal sello al Juez del estado civil. Será 
obligación de este Uevitr cu^ita de todos estos emolumentos. 

DE LAS ACTAS DE FALLECIMIENTO. 

Art. ^. La acta éd fallecimiento se escribirá en el Hbro nú- 
paerp 3 sobre las constancias que la autoridad dé en su aviso, ó so- 
Inre los datos que^l Jnez del estado civil adquiera, y con este sera 
firmada pOT testigos, prefiriéndose en tanto como sea posible, que 
estos sean los mas próximos parientes ó vecinos, ó en el caso de 
que la p^?sona baya muerto fuera de su domicilio uno de los testi- 
gos será aquel en cuya casa ha muerto, ó los vecinos mas inme- 
diatos. 

Att. 37. lil 'acta de faUecisobiento contendrá los nombres, ape- 
IMo, edad y profesión que tuvo el muerto; los nomiwres y apellido 
^el otro esposo, si la persona muerta era casada ó viuda; los nom- 
bres, apéHMos, edad y doBridÜo de los ^testág^s, y si son parientes, 
el grado en que lo fueran. C/Ontendrá, á demás, e^ tanto cerno 
^^o^le, km 63€^res^ apcUidos y domidUo y de la 

'itíft^e'M fiMidOé ®Stai9 «nií^da 9¿tíciaB,^en ^cuanto imiDetpmiiúe, 



compi-ehderá el aviso que áebé dar la uiítorídad local de los, pun- 
tos en donde no haya Registro civil, al Jue2í encargado de este- 

Art. 38. ^ En caso de muerte en los hospitales ú otras casas 
públicas, los superiores, directores, administradores ó dueños de 
estas casas, tienen obligación de dar aviso de la muerte en las vein- 
te y cuatro horas siguientes, al Juez del estado civil, quien se ase- 
gurará prudentemente d*el fallecimiento, y de él levantará acta, con- 
forme al artículo precedente y sobre las declaraciones que se le ha- 
gan o informes que tome. Se llevará, ademas, en dichos hospita- 
les y casas un Registro destinado á inscribir en él estas declaracio- 
nes y estas noticias. 

Art. 39. ^ En los casos de muerte violenta se procederá confor- 
me á las leyes, y el Juez que de ello conozca, dará noticia del re- 
sultado-de sus averiguaciones al Juez del estado civil. 

Art. 40. ^ Los Tribunales cuidarán de enviar en las veinte y cua- 
tro horas siguientes de la ejecución de los juicios que han causado 
pena de muerte, una noticia al Juez del estado civil del lugar en 
donde la ejecución se haya verificado. Esta noticia contendrá el 
nombre, apellido, profesión y edad del ejecutado. 

Art. 41. ^ En caso de muerte en las prisiones ó casas de re- 
clusión ó detención se dará a\dso inmediatamente por lo$ alcaldes 
al Juez del estado civil* 

Art. 42. ® En todos los casos de muerte violenta en las prisio- 
nes ó casas de detención ó de ejecución de justisia no se hará sobre 
los Registros mención de esta circunstancia y las actas contendrán 
simplemente las formas prescritas en el art* 36. 

Art. 43. ^ En caso de fallecimiento en un viage de mar, se le- 
vantará acta en las veinte y cuatro horas siguientes, m presencia 
de dos testigos, los mas caracterizados de los que se encuentren á 
bordo, y en el primer punto á donde toque el buque y haya comu- 
nicación postal se remitirá por el capitán ó patrón al Juez del esta- 
do civil ó á la autoridad local la acta en que se habrán hecho constar 
á mas del nombre y apelHdo que tuvo el muerto^ las noticias que 
haya sido posible adquirir sobre su edad, estado, familia, profesión, 
domiciHo, y lugar de nacimiento. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el 
debido cumplimiento. Dado en el Palacio del Gobierno general 
en la H. Veraeruz, Julio 28 de 1859. ---Benito Juárez,— M C. Mel- 
chor Ocamno, Mfaiistra de Gobernación.^* 
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Y lo comunico á V. E. para sn inteligencia y cumplimiento^ 
Palacio del Gobierno general en Veracruz, Julio 28 de 1859. — 
O campo. — Exmo. Sr. Gobernador del Estado de 

MINISTERIO DE GOBERNACIÓN. 

El Exmo. Sr. Presidente interino constitucional de la República^ 
se ha servido dirijirme el decreto que sigue: 

''EL CIUDADANO BENITO JUÁREZ, Presidente inUrinv 
constitucional de los Estados- Unidos- Mexicanos, á los habitantes de 
la Bepúhlica: 

Considerando: que sería imposible ejercer por * la autoridad la 
inmediata inspección que es necesaria sobre los casos de fallecimi- 
ento é inhumación, si cuanto á ellos concierne no estuviese en ma- 
nos de sus funcionarios. 

He tenido á bien decretar: 

Art. 1. ^ Cesa en toda la República la intervención que en la 
economía de los cementerios, campo-santos, panteones y bóvedas ó 
criptas mortuorias ha tenido hasta hoy el Clero, así secular como 
regular. Todos los lugares que sirven actualmente para dar se- 
pultura, aun las bóvedas de las Iglesias Catedrales y de los monas- 
terios de señoras, quedan bajo la inmediata inspección de la autori- 
dad civil, sin el conocimiento de cuyos funcionarios despectivos no 
se podrá hacer ninguna inhumación. Se renueva la prohibición 
de enterrar cadáveres dentro de los templos. 

Art, 2. ^ A medida que se vayan nombrando los jueces del 
estado cívil mandados establecer por la ley de 28 de Julio de 1859, 
se irán encargando de los cementerios, campo-santos, panteones y 
criptas ó bóvedas mortuorias, que Imya en la circunscripción que á 
cada uno de ellos se haya señalado. 

Art. 3. ^ A petición de los interesados y con aprobación de la 
autoridad local, podrán formarse campos mortuorios, necrópoUs ó 
panteones para entierros especiales. La administración de estos 
establecimientos estará á cargo de quien ó quienes los erijan; pero 
su inspección de policía, lo mismo que sus partidas ó registros, es- 
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taráii á cargo del juez del estado civil, sin cuyo conocimiento no 
podrá hacerse en ellos ninguna inhumación.. 

x\rt. 4. ^ En todos estos puíitos se dará fácil acceso á los mi- 
nistros de los cultos respectivos; j los administradores, ó inmedia- 
tos encargados de todas estas locaüdades, facilitarán cuanto esté 
en su poder para las ceremonias del culto que los interesados de- 
seen se verifiquen en esos lugares. 

Art 5. ^ Los mistros del culto respectivo convendrán con los 
interesados la remuneración que por estos oficios deha dárseles, 
conforme al artículo 4. ^ de la ley de 12 de Julia de 1859. 

Art. 6. '^ Será de la inspección y cargo de los jueces del es- 
tado civil, administradores, guardianes ó sepultureros, cada uno en 
su caso, conservar y hacer que se conserve la mesura y decoro que 
todos deben guardar en estos lugares. Cualquiera infracción de 
esta prevención hace merecedor al autor y cómplices de una multa 
do cinco hasta cincuenta pesos ó de una prisión desde uno hasta 
quince dias ajuicio del juez del estado civil á quien se dará cuenta 
con el caso,^ por el encargado del establecimiento ó por cualquiera 
de los vecinos: deberá también impedirlo de oficio, cuando llegue 
á saberlo. 

Art. 7. ^ Los Gobernadores de los Estados y Distrito, y el 
gefe del Territorio, cuidarán de mandar establecer, en las pobla- 
ciones que no lo tengan ó que los necesiten nuevos, campos mortuo- 
rios, y donde sea posible, panteones. Cuidarán igualmentp de que 
estén fuera de las poblaciones; pero á una distancia corta: que se 
hallen situados, en tanto como sea posible, á sotavento del viento 
reinante: que estén, circuidos de un muro, vallado ó seto y cerra- 
dos con puerta que haga difícil la entrada á, ellos; y que estén plan- 
tados, en cuanto se pueda, de los arbustos y árboles indígenas ó 
exóticos que mas fácilmente prosperen en el terreno. En todos 
habrá un departamento separado, sin ningún carácter religioso, 
para los que no puedan ser enterrados en la parte principal, 

Art. S. ^ El espacio que en todos se conceda para la sepultu- 
ra será — á perpetuidad para un individuo ó para familias — por 
cinco años aislada la sepultura de las demáB — ^por el mismo tiem- 
po y contigua á las otras, sea sobre el terreno, sea en nichos — ó en 
tosa común para los casos de gran mortandad. También se con- 
cederán espacios ^ara urnas, osarios y aun para -Solo cenotafios, 

Árt. 9. ^ Pasados los cinco- años de las coD06siones témpora- 



les, se hará, sí fdere necesario, la exhumación de los huesos que 
se conservarán en osario genial ó en las urnas de que habla el 
artículo anterior, ó fuera del local y en el punto que designen lo3 
interesados á quienes se entregarán, si los piden, sin exigirles ma? 
remuneración por ello que el costo ordinario de la exhumación. 
Esceptuandose los casos en que los interesados quieran renoval 
por otros cinco años la conservación de la locaüdad, casos en qu3 
darán nueva, pero menor, retribución. 

Art. 10. ^ Los Gobernadores de los Estados y Distrito y el 
Grefe del Territorio, con presencia de la» necesidades y recursos lo- 
cales, reglamentarán la remuneración que los interesados deban dar 
por estas diversas concesiones. Todos los que no las pidan serán 
enterrados gratis en la fosa general. 

Art* 11. ^ De todas las graduaciones de sepulturas de que 
hablan los artículos anteriores, se hará arancel que se imprimirá eu 
caracteres de fácil lectura: un ejemplar de él, se fijará en el interior 
y otro en el esterior del cementerio, campo mortuorio, panteón ó 
cricpta; otro ejemplar se fijará en lugar aparente de la casa muni- 
cipal y otro en la del Juez del estado civil donde los haya. 

Art. 12. *^ El Juez del estado civil, ó en los pueblos en que 
no lo hubiere, la autoridad designada por el Gobbemador del Esta- 
do ó Distrito ó el Gefe poUtico del territorio, recaudará y adminis- 
trará estos fondos que destinarán á la conservación, mejora y em- 
belleoimiento de estos lugares sagrados y á la dotación, en la parte 
que los Gobernadores designen, de los jueces del estado civil y de 
sus gastos de oficio asi como de los empleados de los mismos esta- 
blecimientos. Se aplicarán en lo remanente á los objetos para 
que ahora sirven en los lugares, cuyos ayuntamientos los erigieron 
y administraban. 

Art. 18. ^ Cuidarán así mismo los Gobernadores de dictar to- 
das las medidas que fiíeren necesarias para la .conservación, decoro, 
salubridad, limpieza y adorno de estos establecimientos. 

Art. 14. ^ Ninguna inhumación podrá hacerse sin autorización 
escrita del jue2 del estado civil, ó conocimiento de la autoridad lo- 
cal en los pullos en donde no haya aquel funcionario. Ninguna 
inhumación podrá hacerse sino veinte y cuatro horas después del 
fellecHíñiéntOé Niaguna inhumación podrá hacerse sin la presencia 
de dos testigos í^r lo menos,, tomándose de estos actos nota escrita 
' pior la ímt^d¿d toad de W lugares donde no hubiere Juez del 
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astado civil y remitiéndose copia de esta nota al encargado del re- 
gistro civil. Ninguna inhumación se hará si fuere en terreno nue- 
vo, sino á la profundidad, cuando menos de cuatro pies, siendo el 
terreno muy duro, y de seis en los terrenos comunes; ni en sepul- 
tura antigua, sino después de que hayan pasado cinco años; ni en fosa 
común, sino con un intermedio, cuando menos, de un pié de tier- 
ra entre los diversos cadáveres. 

Art. 15. Cualquiera que violare un sepulcro, sea cual fuere el 
motivo ó pretesto, sufrirá de seis meses á un año de prisión. Si el 
violador fuese el sepulturero, sufrirá pena doble y será despedido 
de su cargo. Si no fué el autor del delito, estará obligado á pro- 
bar que no fué. Si solo fuese simple cómplice, el juez graduará, 
con presencia de las circunstancias, la pena que debe imponerse 
entre las ya señaladas para el sepulturero y el común violador. 
Podrán también concederse permisos por el juez del estado civil á 
los deudos interesados en la conservación de algún cadáver, para 
que lo inhumen en otros puntos fuera de los lugares destinados á • 
esto; pero será para ello condición precisa, que la inhumación se 
verifique á presencia ó satisfacción de la autoridad, y que el cada- . 
ver se encuentre en condiciones que no perjudiquen al vecinda- 
rio. 

Por tales escepciones de las reglas comunes se pagarán cuotas 
mas elevadas que por todas las otras. 

Art. 16. Cualquiera que entierre un cadáver sin consenti- 
mierjfto de la autoridad se vuelve por ese solo hecho sospechoso de 
homicidio, digno de un juicio en que se averigüe su conducta y 
responsable de los daños, y perjuicios que los interesados en tal 
inhumación clandestina prueben que se les han seguido. Se abri- 
rá el juicio, y si no resultare reo ni cómplice de homicidio, se les 
impondrá siempre la pena de una multa de diez á cincuenta pesofl 
ó de ocho dias á un mes de prisión. 

Por tanto mando se imprima, publique» circule y se le dé el de- 
bido cumplimiento. Dado en el Palacio del Gobierno general, en 
la H. Veracrua, á 31 de Juüo de 1859. — Benito Jiiarez. — Al C. 
Melchor Ocampo, Ministro de Gobernación.'* 

Y lo comunico á V. E. para su inteligencia v cumplimiento. 
Palacio del Gobierno general en Veraeruíí, Julio 31 de 1859, — 
Oeampo. — Exmo. Sr» Gobernador del Estaco de 
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MINISTERIO DE JUSTICIA t INSTRUCCIÓN PÚBLICA. 

Circular. —Un motin escandaloso y la gueiTa que produjo, mas 
cruenta y asoladora que cuantas habían desgarrado el seno de la 
patria después de su independencia, impusieron al gobierno de la 
Union el imperioso deber de sancionar las leyes de la reforma. La 
paz, en cuyas aras se hablan «aerificado tantas veces los grandes 
principios que esas le jes proclamaron, estaba turbada ya, mas 
hondamente que nunca, gracias al furor insano desplegado por lo:-; 
eternos enemigos de la democracia en México. 

El poder en quien la nación habla depositado su confianza, hu- 
biera cometido un error funesto, reduciéndole á promover la restau- 
ración de la paz incierta y miserable que dejaban por el tiempo de 
su voluntad los hombres de los privilegios á la República, ya fati- 
gada con razón, de su inmensa y mal pagada generosidad. Jamás, 
en ningunas circunstancias ha dudado el gobierno federal del glo- 
rioso vencimiento que habrá de coronar el heroico esfuerzo de la 
nación; -pero aunque solo hubiese fijado la vista en los desastres in- 
fiinitos de esta guerra, no podia sin manifiesta, falta de patriotis- 
mo y de cordura olvidar un momento, que la tranquilidad y la 
dicha, el honor y la independencia de la nación, todo quedaría ter- 
riblemente comprometido, si el porvenir de México después de la 
indefectible pero costosísima victoria del pueblo, continuara todavía 
espuesto á nuevas turbulencias y alborotos. Debia por lo mismo 
completarse sin demora el programa de la libertad, de la igualdad y 
del progreso. 

La República ha puesto el sello de su voluntad soberana á las 
leyes de la reforma, y. los sacrificios que ha prodigado por sostener- 
las, hacen de ellas una parte muy preciosa d^l derecho nacional. 
Constitución y reforma ha sido el grito de guerra, mil y mil veces re- 
petido en esta embravecida contienda, cuyo fausto desenlace toca- 
mos ya con las manos, puesto, que dentro de breves dias la cons- 
titución y la reforma inicuamente rechazadas, ' serán una verdad 
hasta en el último atrincheramiento de los rebeldes. 

La prolongación de esta lucha no prueba falt^ de una voluntad 
generalizada én todo el país para defender sus instituciones, acusa, 
si, la existencia y las profundas ramificaciones de esos abusos se- 
culares que formaban el patrimonio y el orgullo de las clases pre- 
potentes, y que no era posible arrancar de raiz sino á costa de es- 
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íuerzos grandes y reiterados. La suerte de las batallas que en los 
primeros tiempos de la contienda se declaró varias yeees eu nuestro 
'daño, argüia como tantos hechos brillantes han venido á ponerlo 
ie manifiesto, no la abyección y cobarbía de las masas, sino sus 
ensayos laboriosos, entonces todavía imperfectos, para dar á sus 
legiones improvisadas, la organización y las habitudes de la guerra. 
Débese por último la duración de esta á la demencia increible de 
la facción retrógrada que ha querido soñar con su impunidad ya 
que no con su triunfo^ sacando de su despecho una obstinación y 
un linage de conducta, que se hablan vedado así mismas todas las 
facciones de que hacen memoria nuestros anales. 

Pero contra esta ciega porfía, contra estos medios insólitos, la 
nación ha desplegado un poder formidable que dejará en los ánimos 
de los oligarcas, altísimos recuerdos de la firme base que sustenta 
la libertad de los mexicanos. 

Muy cerca está el dia en que la causa de la reforma nada tenga 
que temer de la resistencia armada* Otras son sus exigencias, 
otros sus peligros, que toca á las leyes antever y remediar. Pro- 
clamando los luminosos y fecundos principios de libertad religiosa 
y de perfecta independencia entre las leyes y los negocios eclesiás- 
ticos, la reforma hizo lo que en este ramo importantísimo era mas 
difícil y mas urgente; y no se limitó á eso, porque desentrañó de 
aquellos principios muchas consecuencias de práctica y muy útil 
aplicación. Pero queda todavía mucho por hacer; y el gobierno 
ha creído que debía proveer eficazmente á la consolidación de la 
reforma, dictando resoluciones adecuadas y previsoras que cierran 
para siempre la entrada de aquellos torpes y estraños (conflictos, de 
aquellos trastornos y escándalos perdurables, y de aquellos abusos 
irritantes que tan abundantemente surgían de nuestra antigua le- 
gislación. Porque esta hizo de la nación y de la Iglesia católica 
una amalgama ftmesta, que entre nosotros importaba la renuncia 
de la paz pública, la negación de la justicia, la remora del progre- 
so, y la sanción absurda de obstáculos invencibles para la libertad 
política, civil y religiosa- 

La reforma destruyó este ominoso sistema. En vez de la incier- 
ta libertad religiosa que parecía concedida a los habitantes de la 
República, vino la nueva institución á levantar del pensamiento 
que se refiere á Dios y de los homenages que se le tributan, elestra- 
ño peso de las leyes puramente humanas, Pero tan estraños anda- 
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baii y confundido snuestros derechos público y civil con la teología y 
los cánones, que si el legislador no espresáse por lo menos los prin- 
cipales corolarios del principio qne estableció la libertad de conci- 
encia, sobre la base de una perfecta separación entre las leyes y Ion 
asuntos puramente religiosos, deberia temerse que en muchas oca- 
siones aquel principio salvador viniese á ser ilusorio y vano, por la 
decidia, la irreflexión, la fácil é imprevisiva condescendencia y el cie- 
go instinto de rutina en diversos mncionarios públicos; mientras los 
enemigos de la libertad, una vez perdida su espemnza en los moti- 
nes, emplearian todos los sofismas y todos los artificios imaginables 
para impedir la entera y general planteacion de la reforma. 

Esa institución reciente, innovadora en sumo grado, fecunda en 
trascendencias gravísimas, y tan esencial para la fehcidad de lá pa- 
tria, como tenazmente combatida por los hombres de los privile- 
gios, no debia quedar á merced de la suerte que le deparasen autori- 
dades sin norma y doctrinas y prácticas desconocidas. Aun las que 
fuesen mejores, ¿podrian suplir nunca el silencio de las leyes en 
los puntos que necesitaban de un areglo espreso para llenar los va- 
cíos del sistema que por dicha caducó? 

Ademas, los acontecimientos exigían ya la espidicion de una ley 
que desarrollara el principio de la libertad religiosa. La nación toda 
sabe cuáles eran las pretensiones que en nombre del obispo de Linares 
fueron dirigidas por su secretario al gobierno de Tamaulípas. Ver- 
dad es que los diarios de México dieron á luz una declaración de 
aquel prelado, negando que semejante soHcitud fuese hecha corr 
arreglo á sus instrucciones; pero el gobierno general, sin perjuico de 
las órdenes libradas para que se esclarezca la insigue falsedad que 
de todos modos se ha cometido en este conato perfectamente frus- 
trado, ha debido ver en él y en otros que tienen el propio blanco^ 
no menos que en diversas prácticas, resoluciones y aspiraciones, 
cuan urgente era establecer con claridad y precisión los lindes na- 
turales del Estado y de la Iglesia, y arreglar el ejercicio de la liber- 
tad religiosa, en términos de que fuese amplia, igual para todos, y 
por lo tanto, sin reservas ni preferencias, y sin mas restricciones que 
las inherentes á toda especie de Hbertad reconocida por las leyes. 

Con lo dicho hasta aquí se comprenderán sin esfuerzo los prin- 
cipios mas cardinales que han presidido á la formación de la ley 
anexa á este circular.. -^De la ÉbetÉsd e» materia de religión pre- 
ceden los cultos, como la derivación y la mas generalizada mani- 
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festacíon de ese d^echo ejercido por muchos hombres qne f«rofe- 
aan unos mismos principios religiosos. De consiguiente, la libiMr- 
tad mencionada y su ejercicio gozan de igual protección, miéntaos 
no afecten los derechos de la sociedad política ó de los individuos 
que la forman. Una iglesia no podrá ni deberá constituirse, sino 
por la espontánea voluntad de sus miembros, ni ejerce sobre ellos 
mas que una autoridad pura y simplemente espiritual, si bien por 
lo relativo ásus negocios económicos goza (con escepcion del dere- 
cho para adquirir bienes raices), de todas las facultades que una 
asociación legítima puede tener y disfrutar. —Como el Estado ga- 
rantiza la libertad de conciencia, prohibe á las iglesias, á sus mi* 
nistros, á las mismas leyes imponer coacciones y penas del órdei;i 
civil en asuntos merament3 religiosos. Pero asi los actos vedados 
por las reglas de los cultos, como los que éstos permitan ú ordenen, 
^e colocan forzosamente bajo el imperio de la potestad pública, si 
envuelven una violación de las leyes: y en tal caso éstas consideran 
tan solo aquello que les incumbe, sin tocar para nada la calidad y 
trascendencia que las religiones atribuyan á los actos referidos. — ^ 
Separando la reforma al Estado y á la Iglesia, y restituyendo á en- 
trambos la plenitud de acción que tan viciosa y fatalmente había 
compartido y concordado, hizo que desaparecieran de nuestras legis- 
lación los Uamfidos recursos de fuerza. No se mezclará el Estado 
en las cosas de religión, pero tampoco permitirá ni una sombra de 
competencia en el pleno régimen de la sociedad: y cualquiera usur- 
pación de la autoridad que ella sola pueda conferir, no será asunto 
de ninguna contorversia y declaraciones que embaracen la averigua- 
ción y castigo de un atentado semejante, bajo las reglas general- 
mente establecidas en esta razón. 

Por los mismos principios debe considerarse caduco el privilegio 
de asilo en los templos. Aquellos preámbulos embarazosos para 
la plena y espedita administración de la justicia; aquellas discusio- 
nes con la autoridad eclesiástica para la consignación llana de los 
reos; aquellas injustas gracias que era preciso conceder, son cosas 
tan opuestas á la magestadde las leyes, y ala independencia y jus- 
tificación de la autoridad civil, que seria perder el tiempo detenerse 
á demostrarlo. Ni hubiera sido posible dejar esa inmunidad como 
favor á un culto, sin estenderla á todos los demás, cuando es cons- 
tante que á ninguno de ellos se debe conceder, si se han de seguir 
los dictados de la razón y de la pública conveniencia. Hubo un 
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tiempo en que p(xr esa institución lograban los infelices abramados 
de vejaciones ó perseguidos por enemigos poderosos, un refugio 
contra los rigores de su destino. Trascurrieron los siglos, y los 
reos acogidos á .sagrado pudieron por la intervención y solícitos 
cuidados de los obispos, redimirse de la pena legal con penitencias, 
y con la enmienda de su índole y de sus costumbres. Mas tarde, 
por una estraña confusión de ideas falsas y heterogéneas, creyeron 
muchos que los lugares de dicados al Ser Supremo debían propor- 
cionar inviolable seguro á los reos de los mayores crimencB. Pero 
en la República no hay ninguna opresión autorizada ó permitida 
por nuestro derecho: y el hombre que por acaso fuere víctima de 
esta violencia, lejos de temer que se le estraiga de ningún lugar en 
nombre de las leyes para someterlo á nuevos ultrages, tiene hbre el 
acceso á las autoridades para alcanzar de ellas su legítima sfitisfac- 
cion y desagravio. Lo que es el laudable empeño de los antiguoci 
obispos para dedicarse á la corrección de los e3traído3, es una cosa 
bien olvidada largo tiempo hace.. Por otra parte, nadie piensa hoy 
día que el Supremo Autor y Legislador de las sociedades se com- 
plazca en ver que la justicia, base y norma de todas ellas, sea ru- 
damente quebrantada en prueba de insigue religión. Por último, 
las reglas eternas de la justicia, y las garantías de su aplicación, 
alcanzan y deben alcázar á todas partes: las leyes deben ser pode- 
rosas en los templos, en los altares, en donde quiera que puedan 
ser ofendidas. A este rebultado se aproximaba nuestro antiguo 
derecho, limitando el número de los templos que gozaban del pri- 
vilegio de asilo, y estendiendo el catálogo de los delitos esceptua- 
dos de esa protección. Las formidables preocupaciones religiosas 
iban disipándose aunque lentamente, á la voz incesante de la jus- 
ticia, que al fin hubo de ser acataba por las leyes de la reforma. 

La misma separación del Estado y de la Iglesia conduce á de- 
clarar que si bien los hombres en quienes la nación ha depositado 
su poder y su fuerza, tienen la misma Mbertad religiosa que todos 
los habitantes del país, no deben con todo eso, y aun por causa de 
aquella libertad, unir su representación oficial con el culto acepta- 
ble para su conciencia. Los miserables conflictos que ese estraño 
empeño de la autoridad ha producido en otro tiempo, bastarían pa- 
ra decidimos á colocarla en su propia y digna esfera: y por lo de- 
mas no puede revocarse á duda que las demostraciones de esta cla- 
se ordenadas por la ley en obsequio de un culto, serian abiertamen- 
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te incompatibles con la autoridad reli^osa, 

¿Qué significa la publicidad de los cultos garantizada por 1^ 
leyes de la reforma? En el estado presente de las sociedades hu- 
manas, aquella publicidad presupone la libertad de poseer templos, 
en que los actos y oficios religiosos puedan celebrarse con la so- 
lemnidad que á los interesados pareciere conveniente. Pero la 
manifestación de esta clase en lugares destinados al uso común, 
es á todas luces una cuestión de policía, cuya solución compete a la 
autoridad social. Creada esta para velar en la conservación del 
orden y de la justicia, no concederá su licencia para semejante am- 
pliación graciosa, sino cuando le pareciere que por virtud ó con 
ocasión de ella, no recibirán detrimento alguno aquellos objetos 
«cardinales de su institución. Otorgada la libertad de conciencia; 
los desacatos hechos fuera de los templos á los objetos de un cul- 
to, no serian punibles por su naturaleza sola: y esta contrariedad se- 
ria demasiado probable en muchisímos casos, lo mismo que sus re- 
sultas, porque los hombres Jiacen alarde con frecuencia de parecer 
tan hostiles ó por lo menos tan despreciadores de los cultos que no 
profesan, como irritables y exigentes en lo que pertenece al que 
han abrazado. A estas consideraciones han debido agregarse o- 
tras sacadas del espíritu de la nación en general, y de nuestras di- 
versas poblaciones en particular, sobre las prácticas solemnes reli- 
giosas fuera de los templos: y por ultimo se ha tenido muy pre- 
sente que junto á las muestras de generosidad prodigadas por el 
pueblo en la guerra terrible que le han declarado las clases privi- 
legiadas, está el cambio profundo de la opinión sobre la respetabi- 
lidad y pureza de miras del clero, que en gran parte ha sostenido 
con toda su influencia y recursos la empresa de acabar con la sobe- 
ranía de la nación y la igualdad republicana. La memoria de esta 
cooperación empeñosísima nunca mostrada para salvar la patria en 
sus mas duroa conflictos, naturalmente se despertará con la osten- 
tación de las funciones sacerdotales fuera de los templos, y es muy 
fácil calcular los resultados. Por el estremo opuesto se ha previsto 
que de dia en dia crecerá el número de clérigos católicos sumisos 
y obedientes á las leyes. 

Pesándolo todo, el gobierno federal se ha persuadido de que si 
en diversos lugares y en muchos casos no se pulsará inconveniente 
para otorgar la licencia de que se trata, mas deben ser todavía las 
ocasiones en que con buenos fundamentos deba rehusarse. La ley 



—30.— 

por k) mismo quiere que en cada caso ejerza sn prudente arbitrio 
\& autoridad local, no abandonada á sí misma, sino guiada por laB 
luces superiores de los gobiernos cuyas órdenes obedezca, y por 
las reglas que la misma ley fija para evitar en lo posible que e] 
orden y la justicia padezcan detrimento por estas concesiones, j 
que se repita el mal, si por acaso llegare á suceder. 

De la esperiencia propia y estraña hemos aprendido cuAn pode- 
rosa suele ser la influencia de los malos sacerdotes en daño del 
publico y de los particulares. Nosotros teniamos en esta materia 
leyes terminantes que han siio corroboradas, añadiéndose ahora di- 
versas prevenciones para que en ningún caso queden impunes las 
incitaciones y menos las órdenes criminosas que los sacerdotes de 
im culto se permitan; abusando horriblemente de su ministerio. La 
ley está en eso justificada por la frecuencia, la gravedad y trascen-^ 
dencia de los abusos que castiga. 

Declarando la misma ley que el poder civil no intervendrá en las- 

5 prestaciones de los hombres para sostener el culto de su elección y 
os ministros que lo dirijen, salvo cuando se intente hacer el pago^ 
en bienes raices, ó cuando la protección legal se haya de dispensai^ 
contra la fuerza y el dolo; comprendió claramente los diezmos en 
esas prestaciones: y la ley preexistente que hizo cesar la obUgaciaii 
civil de pagar aquellos, quedó de esta manera plenamente confirma- 
da. Ninguna alteración hace en este sentido el artículo que limi- 
ta la validez de las cláusulas testamentarias, sobre pago de diez- 
mos, á la parte de bienes que las leyes abandonan á la libre vo- 
luntad del testador; pues el objeto de esta restricción para los diez- 
mos y para las demás cosas que abraza, es únicamente impedir 
que se repitan los abusos esperimentados ya, de calificarse en los 
testamentos y considerarse luego estas responsabilidades de pura 
conciencia como dudas del testador, para que se dedujesen de su 
caudal como todas las otras, sin la menor consideración al dera- 
cho hereditario. 

Mas aunque la nueva ley ha consultado á las exigencias del or- 
den público y de la justicia; no se ha olvidado de proteger con es- 
pecial soUcitud el ejercicio de los cultos en los templos, ni de con- 
ceder á los sacerdotes aquellas esensiones que la civilización auto- 
riza! y conviei^en á e^ ministerio; el cual no queda por esto sin- 
gularizado, pues vemos concedidas las mismas franquezas á diver- 
sa p^TOonas con motivo de sus cargos y profesiones. 
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Para no hablar de otros puntos menos interesantes, que está 
misma ley aiTegla por decisiones, cuyo espíritu y motivos fácilmest- 
te se comprenderán, solo me debo fijar en lo que ella dispone con 
relación á sepulcros, matrimonios y juramentos. 

JBien está que la religión intervenga en las exequias de los muer- 
tos: y si los sacerdotes de un culto concedieran ó negaran estos 
oficios religiosos, no solo por espíritu de secta, mas también por 
«spiritn de justicia; si no tributasen esa consideración á los públi- 
coíi delin_uentes; si de la negación de sepultura no hiciesen un acto 
de ssdicion: si nunca mostrasen menosprecio á los cadáveres de 
los pobres, y mucho menos difiriesen su inhumación como un me- 
dio coactivo para que los deudos pagasen la cantidad fijada en los 
aranceles; entonces podría pensarse que los ministros de ese culto 
ejercían en el particular una intervención de buena ley, porque la 
sola y única disposición estraña á la moral universal, es decir, la 
negativa de una iglesia para ejercer actos funerales con los restos 
de un hombre que al morir no hubiera estado en su comunión, es-' 
tana en la naturaleza misma de las religiones. Pero en todo eso 
á la sociedad incumben dos cosas nada mas: en primer lugar, la 
policía relativa á los cadáveres y sus sepulcros, por consideración 
al público; y en segundo lugar, la represión de todo ultraje y de to- 
do destino impropio á los restos del hombre; y eso por la dignidad 
• de la naturaleza humana. En lo demás, bien claro es que ningu-- 
na decisión, ninguna repulsa de un carácter rehgioso, puede entor- 
pecer la acción plenísima de la autoridad civil en ambos objetos. 

Kelativamente al matrimonio, sabe todo el mundo que el con- 
trato á que debe su origen, fué y debió ser objeto de las leyes, has- 
ta que por el abandono de la autoridad pública y el desarrollo dis- 
forme de los principios teocráticos, las preces y bendiciones reli- 
giosas que con todo el respeto a ellas tributado, no se consideraban 
sino como formalidades accesorias al contrato constitutivo de esta 
unión, se convirtieron en su parte mas principal, y quedó todo lo 
concerniente al matrimonio bajo la dependencia eSclusiva del sa- 
cerdocio. La reforma no podia olvidarse de restituir á la socie- 
dad su incomunicable poder sobre el primero de los contratos, de- 
jando á la religión las prácticas que ella destine á santificarlo. Por 
causa de ellas, el clero habia traido á si la plena dirección del eon- 
Trato mismo que constituye la unión legítima de ambos sexos: y no- 
sotros no teniamas por matinnonio válido sino el que plugiesé & 
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nuestros sacerdotes admitir y autorizar. La reforma volvió á sus 
quicios esta institución, que solo podia mantenerse fuera de ellos 
mientras lo consintiese la autoridad civil. Eestauracion era esta 
no solo justa y lógica, sino altamente requerida por los enormes 
abusos que el espíritu de facción y otras causas no menos vitupe- 
rables hablan introducido en la administración del matrimonio por 
el clero. ¿Que derecho, cual razón plausible podia recomendar 
que el fundamento de la sociedad y las mas interesantes relaciones 
en la vida del hombre quedasen á la merced y arbitrio de los obis- 
pos conjurados contra la Ubertad y las leyes de la nación? ¿debia 
tolerarse por* mas tiempo que en sus manos fuese el matrimonio 
una^ arma de sedición, y que los hombres cuyo solo é inaudito cri- 
men ha sido obedecer las leyes de su patria, no pudiesen legitimar 
como todos los otros la elección de la compañera de su suerte y de 
toda su vida? ¿continuaría siendo en muchos casos el dinero una de 
las buenas causas para dispensar impedimentos en los matrimo- 
nios? ¿y deberla por el contrario sufrirse que en una democracia 
fuese á menudo la indigencia un impedimento positivo para matri- 
monios irreprochables en el sentido de la moral y de la justicia? 

Después de la reforma, el único matrimonio legítimo y valedero, 
es el civil, para el cual no hacen las leyes distinción de personas; 
el pobre y el rico; el que profesa los principios liberales y el que 
los reprueba, todos, con perfecta igualdad, son admitidos á contra- 
erlo: y cohío la justicia ha dictado las escepciones, el dinero nada 
puede contra ellas. ¿Cuáles principios ofende el matrimonio civil? 
¿serian por ventura los del algún culto? Pero la ley ha tenido es- 
pecial cuidado de no intervenir en las prácticas puramente religio- 
sas concernientes al matrimonio. Sin duda el que se contrajere 
con menosprecio de las formalidades que prescribe la ley, es nulo, 
y de él no puede dimanar ninguno de los efectos civiles que produ- 
ce el matrimonio legitimo con relación á los esposos, á sus bienes 
y descendencia. Tal pena es análoga, merecida y eficaz; por eso, 
y por otras razones concluyentes, no fija otras la nueva ley, a no 
ser cuando en los matrimonios que anula, intervengan los graves 
delitos enumerados por el art. 20. Y si el clero católico rehusa 
todavía observar sus propias máximas y limitarse como ellas pres- 
criben, á las preces y bendiciones que consagren las uniones legi- 
timas: si niega á las leyes de este país en orden a los matrimonios, 
el poder que reconoce en las de otras naciones; en una palabra, si 



persiste en estimar buenos y regulares, aquellos enlaces que des 20- 
íioce nuestro derecho, sucederá una de dos cosas: ó que le haga 
cambiar de rumbo la opinión que ha de formarse por fuerza con 
arreglo al interés de los hombres por lo que mas aman; ó que pier- 
da en los ánimos de todos su importancia y sus prestigios una inter- 
vención, que por culpa esclusiva del clero dejaría éste de ejercer en 
lo concernieíate á la santificación del matrimonio, en que todos los 
cultos tienen por la ley amplísima libertad. 

Vengamos al juramento. Su prestación en obsequio de la carta 
fundamental, no menos que las retractaciones de que ha sido obje- 
to, figuran demasiado en la historia de las últimas revoluciones, 
gracias á la funesta interpolación de los principios reUgiosos en las 
leyes de la República. En un tiempo ya ramoto, cuando los su- 
periores, los padres y maridos, lo mismo que los gefes de la socie- 
dad, cada uno en su esfera, desataban sin contradicción los jura- 
mentos adheridos á obligaciones imprudentes ó ilegales, no podia 
suceder, y eso se comprende con perfecta claridad, que este vínculo 
religioso y su anulación, turbasen el orden público y la esacta 
observancia del derecho privado. Mas tarde, cuando por encargo 
de los emperadores ejercieron los obispos la facultad de resolver so- 
bre la validez ó insubsistencia del juramento en los. negocios civi- 
les, la alta consistencia del poder social, no menos que la conducta 
generalmente recomendable de las personas á quienes se investía 
de esta facultad, estorbaron que los abusos se hicieran seutir desde 
luego. Después, cuando esta delegación se quiso hacer valer co- 
mo derecho propio, y el fuero eclesiástico se declaró el solo com- 
petente pura conocer de los inumerables negocios civiles en que el 
juramento debia prestarse y se prestaba de hecho, los Estados en 
que la opinión favorecía estos avances, no podia quejarse de agra- 
vio alguno; y los soberanos que no aceptaron el nijevo derecho, 
tuvieron la cordura de prohibir los juramentos en los negocios par- 
ticulares. Pero no hubo género de males que no sufrieran las na- 
ciones, cuando los Papas se arrogaron la facultad de anular los 
juramentos adheridos a las instituciones que eran fundamentales 
de la sociedad civil. Evidentemente necesitaba ella d^ garantías, 
V se creyó encontrarlas y estinguir esas discordias y otras muchas 
entre el sacerdocio y el imperio; ya' con el espediente que discurrie- 
ron algunos príncipes de establecer la concordia sobre la base de 
su propia humillación, haciendo pleito homenage en fetvor^de.lqs 



Pa|>as; ya recabando de ellos conceciones ó celebrando concordatos; 
ya fortificando á mas de eso la autoridad civil^ no solo en su esfera 
prívatiya sino en la que se estmxó dimanada del encargo de prote- 
jer los cánones; ya instituyendo los famosos recursos que nosotros^ 
llamamos de protección y de fuerza^ y que con la misma naturaleza 
y objetos, aunque bajo diversas denominaciones, fueron creados en 
todas partes; ya fijando el requisito del pme para la administración 
y cumplimiento de las bula^, breves y rescriptos pontificios; ya, en 
ñn, desplegando aparte de todos estos medios un despotismo que 
se conceptuaba excelente y digno del goljiema real, y que produjo 
esas penas terribles y violentas que ponian á los sacerdotes merece- 
dores del real desagrado fuera del derecho común en sus delitos^ 
de desobediencia al soberano, como hablan gozado en lo demás de 
grandes ventajas y prerogativas contrarias al mismo derecho. Con 
esos medios, con ese poder tiránico se sostuvieron las monarquías 
contra los embates de una institución desbordada, que varía de 
medios sin cambiar de designios, y que vuelve cuando le place á las 
pretensiones y doctrinas que al parecer habia abandonado, porque 
lleva la máxima invariable de no retractarlas ni condenarlas jamás. 

Nadie ignora que los reyes de España lograron y ejercieron en 
la9 regiones americanas una autoridad tan grande sobre las institu- 
ciones de la Iglesia, que bien pudieron haberse llamado en innu- 
merables ocasiones verdaderos pontífices de las Indias: y en ver- 
dad que bajo esta dominación sobre los cuerpos y las almas, ni el 
obispo mas sedicioso,'iii el mas santo, hubieran soñado siquiera 
que podian excecrar públicamente las leyes, ni inculcar la retrac- 
tación de un juramento por ellas requerido, y menos entrar de lle- 
no y á las claras en la senda criminosa de las facciones. 

Algunas veces la democracia misma ha tomado armas del arse- 
nal del clero, forzándole á jurar ciertas instituciones sociales, como 
sucedió en Francia, y como estuvo á punto de suceder en Jalisco, 
al publicarse su primera constitución, que reservó al Estado el de- 
íecho de fijar y costear los gastos del culto. 

¿Qué respeto ha merecido al sacerdocio católico el juramento 
que consagraba la independencia y las instituciones de la patria? 
León XII, como lo sabe todo el mundo, espidió una ínclita para 
elhortamos á colocar otra vez sobre nuestros cuellos el yugo del 
virtuoso Femando VII, sin curarse mucho del juramento prestado 
ni de la obediencia debida á los nuevos gobiernos americanos, MaB 



tarde Pío IX hizo publicar su alocución, en que colmaba de itt*' 
properios una institución política que no temamos, y que su i>rd- 
yecto era diverso de la que plugo al Pontífice hacer objeto de stí 
severa reprobación, mientras por el contrario, colmaba de elogios 
á los que suponía que mas violentamente lo hablan rechazado. Ni 
en esta, ni en la otra vez, fué desatado por espresa declaración el 
juramento que debió creerse adherido á las novedades que el gefe 
del catolicismo daba por altamente pecaminosas; pero muy bien 
puede decirse, ó que en los despachos de Roma venia intencionada 
aunque imphcitamente decidida aquella relación, ó que si allá se 
hubiese tenido noticia del juramento, no por eso hubiera sido mas 
hostil para la República la conducta de los pohticos romanos. So- 
lo que á la venida de la íncHta, nosotros habíamos entrado á ban- 
deras desplegadas por la senda del ultramontanismo, y por eso los 
mismos prelados catóhcos dieron honorífica sepultura á la carta del 
Papa, diciendo todos ó casi todos que «no constaba de su autentici- 
dad, ni descansaba en verídicos informes; mientras que la alocución 
de Pío IX llegó cuando había estallado la guerra entre las ideas li- 
berales y aquellas añejas instituciones en que todavía se reflejaba 
el antiguo realismo, y sobre todo, la oligarquía insoportable del go- 
bierno colonial. Así, con ser esa alocución una cosa resuelta y me- 
nos formal que la ínchta de León XII, hicieron de eUa una tea in- 
cendiaria que todavía mantiene el fuego de la guerra intestina. Los 
obispos fueron mucho mas lejos que los Papas: y en vez de limitar- 
se como éstos á exhortaciones j alabanzas por un lado, y á vehe- 
mentes acriminaciones y desaprobaciones por el otro, declararon el 
juramento de la, constitución ilícito y detestable, haciendo de su re- 
tractación una obligación tan estrecha y precisa, que sin cumplirla, 
no podían esperar los juramentados que los sacerdotes de la Iglesia 
católica les administrasen los Sacramentos, ni concediesen á sus 
cadáveres sepultura. Esto era una especie de escomunion lanzada 
contra todos los fancionariós y empleados públicos, desde el mas 
alto hasta el último, en el orden civil y miütar. No quisieron los 
obispos guardar con su patria las r^las que les mandan abstener- 
se de estas demostraciones, cuando se teme que produzcan graves 
perturbaciones en la paz pública* T la rompieron á sabiendas; ]^- 
ro será esta la última vez en que puedan tanto. Por lo d^nas, pá<^ 
)ra completar el cuadro de la aJbyeecion á que ha venido él juramen* 
tO) gracias á la conducta ohsemM porros obispos mffXicmoB, ¿po- 
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^b^ yo omitir que la retractación impuesta como satisfacción es- 
piritual, se declaró luego dignamente sustituida con la adhesión al 
motin de Tacubaya, y que éste conservó su virtud espiatoria aun 
después que sus directores y caudillos se declararon pretendientes 
de gobierno, manifestando con toda solemnidad, ' que para dar el 
poder establecido en México, algo de verdad y de forma, necesitaban 
de la aquiescencia de los pueblos que tuvieran á bien respetarlo y 
reconocerlo? ¿y quién ha podido olvidar que esa estraña conmuta- 
ción dura todavía después que la política espectante de los amoti- 
nados se convirtió en propaganda de sangre y de esterminio? ¡Tal 
es ahora la garantía del juramento para las leyes mexicanas! Es- 
tas lo habían respetado, pues en muchos casos lo mandaban hacer; 
pero' los prelados católicos, invocando la religión, han descargado 
sobre él un golpe tan rudo, que ya no seria posible mantener aque- 
lla institución en nuestro derecho público y privado. Los que en 
la mitad del siglo XIX se creyeron tan pujantes como los Papas en 
la época tenebrosa de la edad media, lograron tan solo con sus en- 
sayos Hberticidas, irritar la democracia, de cuyo vigor no se habían 
apercibido: y ella, tan fuerte y avisada como nunca, no solo deci- 
dió vencer á los rebeldes, sino cegar los mas fecundos manantiales 
de las sediciones. 

Tal es el grande objeto de la reforma. La nueva ley, como ar- 
riba se dijo, no hace mas que aplicar con franqueza los principios 
que aquella consagró, y resolver á la luz de ellos no solo la cues- 
tión del juramento, sino otras de lae^mas greves en que los intere- 
ses y las doctrinas eclesiásticas habían fijado el espíritu y la letra 
de nuestras leyes. Para comenzar por el juramento, sí quisiéra- 
mos desviarnos délas resoluciones que en la ley adjunta le concier- 
nen, ¿dónde hallariapaos el medio de armonizar aquel acto rehgioso 
con la reforma, con la Ubertad, con la estabilidad de la República? 
El gobierno democrático de un pais en que el libre ejercicio de los 
cultos, y la independencia entre ellos y el poder civil, son cosas bien 
definidas y garantizadas, ¿hollaría sus títulos y quebrantaría sus 
máximas, para asumir el sacerdocio como los gefes de la antigüe- 
dad, como los czares, como los gobiernos prot^tantes, y se intro- 
duciría hasta el sagrado mismo de la conciencia humaría, con la es- 
pada de la ley, y con la virtud de la santificación y dd anatema, pa- 
ra ordenar un acto esencialmente religioso, para confirmarla ó dar- 
lo por vituperable y nulo? ¿Sería esto lógica? ¿Setóa ju«ta? ¿S^ 
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TÍa posible siquiera? ¿Y nos estaría mejor desempeñar á mediat 
las f melones sacerdotales é imponer la obligación de prestar jura- 
mentos, cayo valor intrínseco habría de ser para los católicos el 
que fijase el Pontífice ó los obispos de esta nación, aun mas decidid 
dos que el Papa mismo, á declarar intempestivamente, que el vincu- 
lo religioso con que la sociedad creia que estaba ligado el deber de 
observar sus leyes, era nada menos que la perdición de las almas? 
¿Y quién podría decir que el remedio estaba en castigar éstas decla- 
raciones, así como las negativas y retractaciones del juramento? 
Ante todas cosas, era preciso saber si después de la reforma debía 
quedar el juramento como condición esencial de un acto cualquiera 
en el orden civil: y como lo contrario es lo cierto á todas luces; co- 
mo el estado no puede ya prescribir ni un solo acto religioso, resul- 
ta con perfecta claridad que su exigencia en este sentido sería tirá- 
nica, y sus penas insoportables. 

El juramento debía formularse con arreglo á la creencia religiosa 
del que lo prestaba. Ese era el derecho de España con ser ella mas 
católica que Roma: ese era el derecho de México, que por mucho 
tiempo fué mas catóHco que España. El legislador igualaba en 
esto el culto que tenia por verdadero con los que desechaba y pros- 
cribía: y perfeccionando nosotros esta nivelación, estariamos obli- 
gados á pasar por que los ministros de todos los cultos decidieran 
en su caso la cuestión rehgiosa del juramento como lo han hecho 
los obispos católicos. Mal nos ha probado un error; ¿y nos preci- 
pitari^os á cometer innumerables de la misma naturaleza? 

Por otra parte, ¿como nosotros que hemos reconocido la Hbertad 
de conciencia impondriamos la obligación de jurar á los hombres 
cuyos principios reKgiosos condenan ese acto? ¿Dariamos en fa^ 
vor de esas gentes una ley escepcional? Dariamos en su daño una 
de proscripción? 

¡Tantos afanes, tantas colisiones, tantos absurdos é injusticias, 
para ir en pos de una quimera! Porque apenas quedan restos de 
aquel espíritu religioso que en otros siglos hizo del juramento uui 
vínculo superior a todas las pasiones y á todos los intereses, Laá 
cosas han cambiado tanto, que muchos hombres eminentes han de- 
seado con ardor que desaparezca al fin la condición de jurar lóá 
actos y obligaciones legales, como germen fecundo de desacato^ 
al Soberano Ser que todos los cultos veneran. El resfriamiento 
del antiguo ardor que exaltaba el juramento sobre todo decir, ha 
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Ufi;a4o hasta no^okos, y cualquiera paede certificarse de ello; pe- 
ro ademas^ es tan dura la enseñanza que sobre juramentos encier- 
ra miestra historia, que bastaría para suprimirlos aunque fueran- 
compatibles con Jos principios de la reforma. ' ^ 

Es verdad que en los negocios civiles el juramento no tiene la funes- 
ta nombradla que justamente ha alcanzado en la política del paiis; 
y con todo eso ha debido estinguirse sin escepcion alguna; porqué 
cualquiera que se aceptara seria absurda, supuestos nuestros prin- 
cipios y los del clero, porque si este no muestra hoy la aspiración 
que ;?ealizó en otros tiempos de traer á si las causas todas en que 
habia intervenido juramento, nadie nos asegura que no tomará 
cuaiído le convenga á sus antiguas máximas, principalmente cuando 
no las ha dado espresamente por atentatorias; porque si no parece 
probable esta retrogadacion de su parte, no era menos inverosímil, 
y sin embargo, se verifico de hecho su desatentada oposición con- 
tra el juramento prestado en obsequio de la carta fundamental: y 
porque la. Kepúbíica debe proveer ella sola y con sus propios me- 
dios á todas las atenciones del gobierno civil, sin dependencia de 
una voluntad estraña, por buena que se la quiera suponer, si ha de 
regirse por principios y doctrinas á que las leyes no pueden alcan- 
zar. 

¿A qué otra causa sino es el olvido de los buenos principios, se 
debe que el juramento de la constitución y las retractaciones de és- 
te, hayan dado margen á tantas agitaciones y á taaitas aflicciones 
profundas? ¿Por qué ese acto que en el orden político y civil no 
debia de ser mas que una seguridad rehgiosa de oMigaciones legí; 
timas y por lo mismo perfectas, bftbia de convertirse en requisito 
esencial para constituirlas y observarlas? ¿por qué el invocar á Dios 
ó contradecir esta invocación, habia de producir un titulo de dere- 
chos ó un objeto de penas? ¿por qué el orden público habia de te- 
ner como una de sus bases las versátiles inspiraciones religiosas, 
que ora daban por licito y bueno el juramento legal, ora inclmaban 
los hombres á contradecirle púbHcamente, y dolerse de su presta- 
ción, ora les inducia á mostrarse pesarosas de haber manifestado 
aquel dolor, como tantas veces ha sucedido? El deber de guardar 
ja constitución ¿será menos entero y trascendental en todas las re- 
laoijones que abrace, porque tenga ó le fiílte un juramento que la 
corrobore? ¿no están sometidos á las prescripciones de ese código 
Ip^ jummentados, lo mismo esaetamente que los que han omitido^ 



jurar sin haceí sobre este punto ninguna manifestación, y los que 
la hayan formulado, y los sacerdotes que la recomienden é impon- 
gan? ¿Qué importan al poder público esas demostraciones y omi- 
siones religiosas, y todas las opiniones y juicios del mismo género, 
puesto que la ley no puede interpretar fas doctrinas de los cultos 
ni interponerse entre Dios y el hombre? En resolución: todos los 
derechos, todas las obligaciones, todas las penas legales, deben ser 
para la sociedad reales y efectivos, cualquiera que sea el dictamen 
de los sacerdotes sobre la bondad religiosa de ellos. 

No es menester la dureza del despotismo, ni el ejercicio de fa- 
cultades estraordinarias para castigar la resistencia criminal que 
pueden oponer los ministros de los cultos á la observancia de nues- 
tras leyes. Tampoco podemos ya sostener ninguna de aquellas 
instituciones que precavian con la sumisión del Estado sus conflic- 
tos con el sacerdocio, ó pretendían vigorizar al primero con recurr 
sos exóticos, reconociendo siempre á la Iglesia como partícipe del pó- 
'der soberano. En consecuencia, la República no permitirá que se pro- 
longue la serie de humillaciones tantas veces impuestas á sus agen- 
tes en Roma, ni pedirá gracia alponítfice, ni le propondrá ajustes 
ni transacciones para adquirir con respecto á algunos habitantes del 
territorio nacional, y á varios de los negocios civiles y criminales que 
dentro de él se susciten, una autoridad que el Papa no tiene, y á la 
República sobra desde que con el heroísmo y la sangre de sus hijos 
conquistó su indenpendecia. La República no admitirá para sí nin- 
gún derecho, ninguna obligación que tenga un carácter puramente 
religioso, ni protegerá los cánones ó reglas de una iglesia, porque 
debe atender á la realización de un objeto mucho mas elevado y jus- 
to; quiero decir, protección de todos los derechos y la esacta obser- 
vancia de las leyes por todos los hombres que eñ México existan, 
cualesquiera que sea su símbolo sagrado y la dignidad ó encargo de 
la 'misma naturaleza que sus correligionarios le atribuyan -y reco- 
nozcan; fuera de que la tuición y defensa de los cánones que hemos 
tenido mil ocaciones de examinar, ¿no podría llevamos como en otro 
tiempo hasta el est^rmíni'o de los disidentes? ¿Y qué nos quedará 
entonces de la libertad dé cultos y de todas las demás? No suce- 
derá que nuestros altos funcionarios suspendan el pase á los despa- 
chos de Roma, para ver si son inofensitos á las prerogativas del po-, 
áéí soberano, porqué ni el Papa, tiene que mezclarse en nuestra jipr 
lítíca ó en úuestras leyes, ni nosotros en sus dcéisiones puraméñié 
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religiosas? Hemos garantizado la emisión libre de las ideas sobre to>^ 
dos los asuntos que puedan ocupar el entedimiento humano; pero el 
que las publique violando los mandamientos de la ley, no se eximi- 
rá de las penas que ella hubiese establecido, con decir que solo re- 
pite lo qne hayan declarado el Papa, los obispos ó cualesquiera sa-* 
cerdote á quienes venere y obedezca por un principio de religión. Nd 
tendrá el gobierno de la Union lo que se llama patronato, ni ejercerá 
por consiguiente, la menor intervención en el nombramiento de los 
obispos, en la provisión délos beneficios eclesiásticos, ó en la insti- 
tución de cualesquiera sacerdotes. La influencia que en esta materia 
habia conservado la autoridad civil, no puede absolutamente com- 
binarse con los nuevos principios: y aparte de eso, ha sido tan estéril 
y de tan enojosas memorias, como el juramento que exigíamos á los 
obispos antes de su consagración, no obstante que alguno de ellos lo 
hubiese prodigado de una manera asombrosa, después de calmar el 
nusmo los escrúpulos que habia mostrado primero como invencibles. 

En una palabra, todas las instituciones y prácticas de los cultos 
quedan bajo la salvaguardia de las leyes, á condición de que éstas 
no sean infringidas; y semejante salvedad no envuelve el mas hgero 
menoscabo de la libertad concedida al catoHcismo y á todas las re- 
ligiones, porque no es mas que el justo limite de todos los derechoi? 
que la sociedad humana puede garantir. La misma prohibición de 
adquirir bienes raices, no es una disposición especialmente dirigida 
contra las corporaciones eclesiásticas, pues abraza también á las ci- 
viles; y solamente la nacionahzacion de los bienes antes administra- 
dos por el clero, tenia que ser escepcional y única, como lo era el mal 
inmensurable causado por la inversión de esa riqueza colosal. Co- 
mo la ley que estirpó esos abusos es penal en la significación rigu- 
rosa de la palabra, todos los conatos de los sacerdotes para eludirla 
ó violarla, toda cooperación manifestada por ellos en este sentido, na 
deben quedar y no quedarán impunes. Por lo demás, dificilmente 
hubieran podido justificar mejor que nosotros la nacionahzacion de 
estos bienes aquellos gobiernos que después de haberla decretado, 
figuran entre los mas ilustrados del globo. 

No se Usonjeá el supremo magistrado de la República con la es- 
peranza de haber hecho enteramente imposible la turbación de la paz 
á pretesto de reUgion; pero sí tiene la convicción más profunda de 
haJber contribuido á poner la libertad de cultos en armenia con los 
mejores principios y con la opinión y necesidades del país; y cree ha- 



ber ixnpedido que nuestra misma legislaoion proveyera de armas á 
los rebeldes. De hoy mas la soberanía de México y la institución re- 
publicana solo tendrán enemigos impotentes, porque el Estado ha 
reasumido toda su potestad, y no permitirá que ninguna voluntad par- 
ticular se sobreponga á ella. 

Para comprender todo lo que vale la reforma y el espíritu recto 
que ha inspirado sus bases y desarollo, es preciso considerar profun- 
damente nuestra terible historia poruña parte, y por la otra, los es- 
tremos á que en varios países ha llegado la idea de innovación pro- 
gresista, luchando con resistencias menos furiosas que las opuestas 
al paso de la democracia en México. Mas nosotros enmedio de una 
guerra que no acaba todovía, nos hemos contentado con escluir de nu- 
estro sistema social todo favor y persecución á instituciones que no 
están en la órbita del poder civil, y con dar leyes que sin distinción 
de ortodoxos y de incrédulos, protejan á todos los habitantes del país 
con la egida santa de la justicia. 

No es de utilidad" practica la investigación del rumbo que hubie- 
ran podido tomar nuestros acontecimientos, si el clero mexicano en 
vez de la conducta que se há complacido en seguir, hubiera favore^ 
cido^ como el de otros países, como el de Itaha en estos momentos, 
el vuelo magestuoso de la democracia, para probar asi que la religi- 
ón cristiana se comforma grandemente con la elevación de la libertad, 
con los derechos de la soberanía, con el moviniento del progreso y 
con los títulos eternos de la humanidad. No es inverosímil que la 
mayoría de nuestros sacerdotes vuelva sobre sus pasos; pero cual - 
quiera que haya sido y fuere en adelante su comportamiento, él no 
cambiará en lo mas leve la predestinación de la causa popular. 

México terminará su glorioso levantamiento contra la oUgarquía 
secular que lo abruma, logrando la última victoria que le falta en la 
guerra, y mostrando después una conducta que la engrandecerá mas 
todavía, porque no se la inspirará una débil condescendencia, ni un 
despotismo ciego y feroz, sino la resolución firme de hacer que reine 
ál fin sobre todos la ley que él imponga, ley que será justa, porque 
se fundará en la igualdad, por la que han combatido tres generaciones 
mexicanas. 

Tengo el honor de ofrecer á vd. las seguridades de mi particular 
consideración. 

Bioá y Libertad. H. Veracruz, Diciembre 4 de 1860. — Fuente. 



^MINISTEKIO DE JUSTICIA É INSTRUCCIÓN PÚBLICA. 

Eí Exmo. Sr. Presidente interino constitucional de la Repúbli- 
ca se lia servido dirigirme el decreto que sigue: 

"El ciudadano Benito Juárez, Presidente interino constitucional 
de los Estados- Unidos Mexicanos, á todos sus habitantes hago 
saber: Que en uso de las ámpHas facultades de que me hallo inves- 
tido, he tenido á bien decretar lo siguiente: 

Ajrt. 1. ® Las leyes protejen el ejercicio del culto catóHco, y de 
los demás qtje se establezcan en el paí^, como la espresion y efecto 
de la Ubertad reUgiosa, que siendo un derecho natural del hombre, 
no tiene ni puede tener mas limites que el derecho de tercero y las 
exigencias del orden púbHco. En todo lo demás, la independencia 
entre el estado por su parte, y las creencias y prácticas religiosas 
por otra, es y será perfecta é inviolable. Para la apHcacion de estos 
principios se observará lo que por las Jeyes de la Reforma y por la 
presente se declara y determina. 

Art. 2. ^ Una iglesia ó sociedad religiosa se forma de los hom- 
bres que voluntariamente hayan querido ser miembros de ella, mani- 
festando esta resolución por si mismos ó por medio de sus padres ó. 
tutores de quienes dependan. 

Art. 3. ^ Cada una de estas sociedades tiene libertad de arreglar 
por sí ó por medio de sus sacerdotes, las creencias y prácticas del 
culto que profesa, y de fijar las condiciones con que admita los hom- , 
bres á su gremio ó los separe de sí; con tal que ni por estas preven- 
ciones, ni por su apUcacion á los casos particulares que ocurran, se 
incida en falta alguna ó delito de los prohibidos por las leyes, en cu- 
yo caso tendrá lugar y cumpHdo efecto el procedimiento y decisión 
que ellas prescribieren. 

Art. 4. ^^ La autoridad de estas sociedades reUgiosas y sacerdotes 
suyos, será pura y absolutamente espiritual sin coacción alguna de 
otra clase, ya se ejerza sobre los hombres fieles á las doctrinas, con- 
sejos y preceptos de un culto, ya sobre los que habiendo aceptado 
estas cosas, cambiaren luego de disposición. 

Se concede acción popular para acusar y denunciar á los infracto- 
res de este artículo. 

Art. 5 ^ En él orden civil no hay obligación, penas, ni coacción 
djd.^Dinguna especie con respecto á los asuntos, faltas y delitos sim^ 
plemente religiosos: en consecuencia no podrá tener lugar, aun prece-> 
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diendo escitacion de alguna Iglesia ó de sus directores, ningún pro- 
cedimiento judicial ó administrativo por causa de apostasía, cisma, 
heregía, simonía ó cualesquiera otros delitos eclesiásticos. Pero si 
á ellos se juntare alguna falta ó delito de los comprendidos en las le- 
yes que ahora tienen fuerza y vigor y que no son por esta derogadas, 
conocerá del caso la autoridad púbHca competente, y lo resolverá sin 
tomar en consideración su calidad y trascendencia en el orden religio- 
so. Este mismo principio se observará cuando las faltas ó delitos 
indicados resultaren de un acto que se estime propio y autorizado por 
un culto cualquiera. En consecuencia la manifestación de las ideag 
sobre puntos religiosos y la publicación de bulas, breves, rescriptos, 
cartas pastorales, mandamientos y cualesquiera escritos que versen 
también sobre esas materias, son cosas en que se gozará de plena li- 
bertad, á i^o ser que por ellas se ataque el orden, la paz, ó la moral pú- 
blica, ó la Vida privada, ó de cualquiera otro modo los derechos de ter- 
cero, ó cuando se provoque á algún, crimen ó delito, pues en todos 
estos casos haciéndose abstracción del punto religioso se aplicarán 
irremisiblemente las leyes que vedan tales abusos; teniéndose pre- 
sente lo dispuesto en el artículo 23. 

Art. 6 ^ En. la economía interior de los templos y en la admi- 
nistración de los bienes, cuya adquisición permitan las leyes á las 
sociedades religiosas, tendrán éstas en lo que corresponde al orden 
civil, todas las facultades, derechos y obligaciones que cualquiera 
asociación legítimamente establecida. 
Art. . 7 ^ Quedan abrogados los recursos de fuerza. 
Si alguna iglesia ó sus directores ejecutaren un acto peculiar déla 
potestad pública, el autor ó autores de ese atentado sufrirán respec- 
tivamente las penas que las leyes imponen á los que separadamen- 
te ó en cuerpo lo cometieren. 

Art. 8 ^ Cesa el derecho de asilo en los templos: y se podrá y 
deberá emplear la jFaerza que se estime necesaria para prender y sa- 
car de ellos á los reos declarados ó presuntos con arreglo alas leyes; 
sin que en e^ calificia(3ÍQn pueda tener inteiTQncion la ai^torida^ e- 
elesiástica. 

Art. 9 *? El juramento y sus .retr.actaciones no son de la.incun- 
vancia deksloy^. Sede^laíÉUiváUdosycpnsistepLtes todos tos de- 
rechos, obligaciones y penas legales, 3in necesidad ^e considerar el 
, juramenta á iV^es pcwaeaco coa los actps del órd^^n.ciyiL C&a jpor 
"consiguiente la obligación legal de jurar la observancj^a de J^ 99^^" 
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titucion, el buen desempeño de los cargos públicos y de diversas pro* 
fesiones, antes de entrar al ejercicio de ellas. Del mismo modo ce** 
sa la obligación legal de jurar ciertas y determinadas manifestacio- 
nes ante los agentes del fisco, y las confesiones, testimonios, dictáme- 
nes de peritos y cualesquiera otras declaraciones y aseveraciones que 
se hagan dentro 6 fuera de los tribunales. En todos estos casos y en 
cualesquiera otros en que las leyes mandaban hacer juramento, será 
éste reemplazado en adelante por la promesa esplicitade decir la ver- 
dad en lo que se declara, ó de cumplir bien y fielmente las obliga- 
ciones que se contraen: y la omisión, negativa y violación de esta 
promesa, causarán en el orden legal los mismos efectos que si se 
tratara conforme á las leyes preexistentes, del juramento omitido* 
negado ó violado. 

En lo sucesivo no producirá el jurariiento ningún efecto legal en 
los contratos que se celebren: y jamás en virtud de él, ni de la pro- 
mesa que lo sustituya, podrá confirmarse una obligación de las que 
antes necesitaban jurarse para adquirir vigor y consistencia. 

Art. 10. El que en un templo ultrajare ó escarneciere de palabra 
ó de otro modo esplicado por actos esternos^^ las creencias, prácticas 
ú otros objetos del culto á que ese edificio estuviere destinado, su- 
frirá según los casos, la pena de prisión ó destierro, cuyo rnáximují 
será de tres meses. Cuando en un templo se hiciere una injuria, 
ó se cometiere cualquiera otro delito en que mediare violencia ó des- 
honestidad, la pena de los reos será una mitad mayor que la impu- 
esta por las leyes al delito de que se trate, considerándolo cometi- 
do en lugar público y frecuentado. Pero este aumento de pena se 
aplicará de tal modo que en las temporales no produzca prisión, de- 
portación ó trabajos forzados por mas de diez años. 

Queda refundido en estas disposiciones el antiguo derecha sobre 
sacrilegio: y los demás delitos á que se daba este nombre, se suje- 
tarán á lo que prescriban las leyes sobre casos idénticos sin la cir- 
cunstancia puramente rehgiosa. 

Art. 11. Ningún acto solemne reUgioso podrá verificarse fuera 
de los templos sin permiso escrito concedido en cada caso por la au- 
toridad política local, según los reglamentos y órdenes que los go- 
bernadores del Distrito y Estados espidieren, conformándose á laB 
bases que á continuación se espresan: 

1. ^ Ha de procurarse de toda preferencia la conservacioa del 
6rden público. 
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2. ^ No se haa de conceder estas licencias cuando sé tema que 
produzca ó den margen á algún desorden, ya por desacato á las prác- 
ticas y objetos sagrados de un culto, ya por motivos de otra natu- 
raleza, 

3. ^ Si por no abrigar temores en este sentido, concediere dicha 
Autoridad una licencia de esta clase, y sobreviniere algún desorden 
con ocasión del acto religioso permitido, se mandará cesar este y no 
se podrá autorizar en adelante fuera de los templos. El desacato en 
estos casos no será punible, sino cuando degenerare en fuerza ó vio- 
lencia. 

Art. 12. Se prohibe instituir heredero ó legatario al director es- 
piritual del testador, cualquiera que sea la comunión religiosa á que 
hubiera pertenecido. 

Aj-t. 13. Se prohibe igualmente, nombar cuestores para pedir y 
recoger limosnas con destino á objetos religiosos, sin aprobación es- 
presa del gobernador respectivo, quien la concederá por escrito ó la 
negará, según le pareciere conveniente; y los que sin presentar una 
certificación de ella practicaren aquellos actos, serán tenidos como 
vagos y responderán de los fraudes que hubiesen cometido. 

Art. 14. Cesa el privilegio llamado de competencia, en cuya virtud 
podian los clérigos católicos retener con perjuicio de sus acreedores 
una parte de sus bienes. Pero si al verificarse el embargo por deu- 
da de los sacerdotes de cualesquiera cultos, no hubiese otros bienes 
«n que conforme á derecho puede recaer la ejecución sino es algún 
sueldo fijo, solo se podrá embargar este en la tercera parte de sus 
rendimientos periódicos. No se considerarán sometidos á secuestro 
los libros del interesado, ni las cosas que posea, pertenecientes á su 
ministerio, ni los demás bienes que por punto general :sceptúan de 
embargo las leyes. 

Art, 15. Las cláusulas testamentarias que dispongan el pago de 
diezmos, obvenciones ó legados piadosos de cualquiera clase y deno- 
minación, se ejecutarán solamente en lo que no perjudiquen la cuota 
hereditaria forzosa con arreglo á las leyes: y en ningún caso podrá 
hacerse el pago con bienes raices. 

Art. 16. La acción de las leyes no se ejercerá sobre las prestacio- 
'ues de los fieles para sostener nn culto y los sacerdotes de este; á no 
ser cuando aquellas consistan en bienes raices, ó interviniere fuerza 
ó engaño para exigirlas ó aceptarlas. 

Art, 17. Cesa el tratamiento oficial que solía darse á diversas per- 
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sonas y corporaciones eclesiásticas- 

Aii). 18. El uso de las campanas continuará sometido á ios re- 
glamentos de policía. 

Art. 19. Los sacerdotes de todos los cultos estarán escentos de la 
milicia y de todo servicio personal coercitivo; pero no de las contri- 
buciones ó remuneraciones que pox estas franquicias impusieren las 
leyes. 

Art. 20. La autoridad pública no intervendrá en] os ritos y prác- 
ticas religiosas concernientes al matrimonio. Pero el contrato de que 
eMa unión dimana, queda esclusivamente sometido á las leyes. 
Cualquiera otro matrimonio que se contraiga en el territorio nacional, 
sin observarse las formalidades que las mismas leyes prescriben, es 
nulo, é incapaz por consiguiente de producir ninguno de aquellos 
efectos civiles que el derecho atribuye solamente al matrimonio legíti- 
mo. Fuera de esta pena, no se impondrá otra á las uniones desapro- 
badas por este artículo; á no ser cuando en ellas interviniere fuerza, 
adulterio, incesto ó engaño; pues en tales casos se observará lo que 
mandan las leyes relativas á esos delitos. 

Art. 21. Los gobernadores de los Estados, Distrito ó Territorio, 
cuidarán bajo su mas estrecha responsabilidad de poner en práctica 
las leyes dadas con relación á cementerios y panfeones, y de que en 
ningún lugar falte decorosa sepultura á los cadáveres, cualquiera que 
sea la decisión de los sacerdotes ó de sus respectivas iglesias. 

Art. 22. Quedan en todo su vigor y fiíerza las leyes que castigan 
los ultrages hechos á los cadáveres y sus sepulcros. 

Art. 23. El ministro de un culto, que en ejercicio de sus funcio- 
nes ordene la ejecución de un delito ó exorte á cometerlo sufrirá ia 
pena de esta complicidad si el espresado delito se llévate á efecto. 
En caso contrario, los jueces tomarán en consideración las circuns- 
tancias para imponer hasta la mitad ó menos de dicha pena, siem- 
pre que por las leyes no esté señalada otra mayor. 

Art. 24. Aunque todos los funcionarios públicos en su calidad 
de hombres gozarán de una libertad religiosa tan amplia como to- 
dos los habitantes del país, no podrán con carácter oficial asistir á 
los actos de un culto, ó de obsequio ásüs sacerdotes, cualquiera que 
sea la gerarquía de estos. La tropa formada está ineluidia en la pro- 
hibición que antecede. 

Por tanto, mando se imprima, publique, éireule y se le dé el>de-' 
bido cüniplimiento. Dado en el Palacío^el gobierno ínboiófiafcdi^Ve^ 
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!racruz, á 4 de Dicieíabre de Í8&Ó.— ^Benito Suauz.^^Jd Q. Jns^ 
Antonio de la Puentie, Ministro de Justicia é Instrucción Pública/' 

Y lo comunico á V. E. para su inteligaicia y cumplimiento. 

Dios y libertad. H. Veraoruz, Diciembre 4 de 1860. — Fuente. 



El üxmo, Sr. presidente interinó se ha servido espedir el decreto 
que tógue: 

**E1 C. Benito Juárez presidente interino constitucional de los Es- 
tados-Unidos Mexicanos, á los habitantes de la Bepública, síübed: 
Que en uso de las facultades de que me hallo investido; he tinido á 
bien decretar lo siguiente: 

Considerando que la razón y el uso general de las naciones civi- 
lizadas están de acuerdó en prohibir el matrmonio, cuando hay en- 
tre los que pretenden contraerlo relación de afinidad en línea recta. 

Que la ley de 23 de Julio de 1859 no esplica en cuáles , im- 
pedimentos para contraer matrimonio civil cabe dispensa ni la au- 
toridad que debe otorgarla: 

Que versándose en el matrimonio intereses.de tanta magnitud pa- 
ra la sociedad y para los individuos, es conveniente que la califica- 
ción de los impedimentos ee haga en juicio formal, sujeto á todas 
las instancias; y considerando por fin, que sobre éstos puntos han 
hecho los gobienos de los Estados varias consultas que exigen reso- 
lución, he decretado lo siguiente: 

Art. 1.^ Es impedimento para celebrar el contrato del matri- 
monio civil, la relación de afinidad en línea recta, sin limitación al- 
guna. 

Art. 2.^ Cabe dispensa en el impedimento que establece el 
art. 8. ^ fracción 1. *=^ de la ley de 23 de Julio de 1859, entre los 
consanguíneos en tercer grado de la línea colateral desigual. 

Art. 8. ^ Solo pueden otorgar la dispensa de impedimento pa- 
ra el matrimonio civil, los gobernadores de los Estados y los gefes 
políticos de los teritoriosen sus respectivas demarcaciones, y el pre- 
sidente de la Eepúbliea en el Distrito federal. 

Art. 4. ^ Se deroga el art. 13 de la ley de 23 de Julio de 1859, 
en cuanto niega todo recurso contra la declaración del Juez de 1. '^^ 
instancia en materia de impedimentos, y se declaran con lugar la 
apelación y eúplica, para ante los superiores. respectivos, siei:^dOjla 
iteateüokt de 8:^ instancia > la que canse ejecutoria . 
' átírt.jSi-^ rlios tr^^átes ^de la 2. ^ y i. ^; inst^ciade^que, ha- 



bla el artículo anterior se reducierán á una sola audiencia verbal de 
las dos partes interesadas; y al falla que se pronunciará denteo del 
tercero dia. Cuando el tribunal crea necesario amplear las prue- 
bas rendidas" ó recibir otras nuevas, podrá hacerlo en un termine 
que no pase de veinte dias, después de lo cual y de una nueva au- 
diencia que tendrá lugar inmediatamente después de concluir ei 
término probatorio se fallará dentro del tercero dia. 

Por tanto, mando se imprima, publique, y circnle y observe. 
l)ado en el palacio nacional en México á 2 de Mayo de 1861. — 
Benito Juárez. — ^Al C. Francisco Zarco, ministro de relaciones es- 
tertores y gobernación.'' 

Y lo comunico á V. para su inteligencia y fiaes consiguientes. 
— Dios y libertad — México, Mayo 2 de 1861. — Zarco. 

; Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza.^— ¡Secretaria. — Cir- 
cular. — Considerando el C. Gobernador que es de grande interés esta- 
blecer cuanto antes una tarifa que señale los honorarios que deben 
cobrar los jueces del Estado civil en las funciones de su empleo; y 
siendo su mas intima convicción qué debe favorecerse á la clase po- 
bre y jornalera, que hasta hora én vez de mejorar de situación la ha 
empeorado por virtud de la mala aplicación de la ley del Begistro 
civil, que como todas las de Keforma, tuvo por principal y quizá ú- 
nico objeto, favorecer los intereses del pueblo, cuyo bienestar y me- 
joramiento es la^ seña mas segura de una buena constitución política 
y del adelanto de la« Naciones; me manda hacer á V. las siguientes 
prevenciones: 

1. ^ Para él cobro de honorarios por los actos del Eegistro civil, 
los habitantes de cada municipio se dividirán en cusriiro clases; com- 
prendiéndose en la primera los que ganan un jornal de cuatro reales' 
á un peso; en la segunda los que ganan un peso diario hasta dos pesos; 
en la tercera los que por su regular comodidad se consideran como 
de mediana proporción, y en Ib. cuarta, los que disfrutan de un gran- 
de desahogo por la conocida cuantía de sus riquezas. 
' . '2. ^ Esta clasificación se hará en cada caso por el juez civil, con- 
forme al conocimiento particular que tenga de las personas, en cuan- 
to á la tercera y cuarta clase; y respecto de 1$, primera y segunda, me- 
diante la presentación de un certificado en papel simple suscrito por 
dos personas honradas que conozcan al interesado. Esta certificación 
podrá servir para los demás actos que se ofrezcan á un mismo indi- 
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viduo, escepto el caso de cambio notorio de fortuna. Si el interesado 

'manifestare no tener quien dé conocimiento de él ©n este respectó, 

bastará que el celador ó encargado de manzana diga verbalmente ó 

)or escrito, el jornal que podrá ganar según su ocupación ú oficio. 

3. ^ Las cuotas que deberán pagar son las siguientes: 



1 «* ^lase. 2. * Clase. 3. * Clase. 



Cl&se. 



I Ps. I Cs I I Ps. I C. I I Pf. I C. I I Ps. I Cs 



Por acta de fallecimiento - . 

Por id. de id. en la casa yendo él 

Juez 

Actas preparatorias de matrímonio. 

Publicaciones. 

Oficio remitiendo Hs puplicatas á 

otro lugar. 

Diligenciar estos 

Matrimonio y acta 

Id. id. en la casa ademas de lo'de la 

partida anterior 

Anotaciones marginales 

Certificaciones de todo género 

Actas de adopción y abrogación. . . 
Id. de defunción - 
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4. 00. 
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4. ^ A los que ganaren menos de cuatro reales de jornal no se 
les cobrará por ningiin acto del registro. Bastará para probar esta 
circunstancias un certificado del alcalde 1. ^ de la municipalidad, en 
que conste el jornal ó sueldo mensual que gane el interesado. 
Eespecto de los sirvientes de campo asalariados bastará con un 
certificado del amo, suscrito también por el encargado de policía ó. 
juez ausiliar de la finca. 

5. ^ Para lo sucesivo no se cobrará en los Panteones mayor ó 
menor cantidad según el lugar que se elijiere para el sepulcro: cual- 
quier lugar valdrá lo mismo, cobrándose tan solo con arreglo á la 
cuádruple clasificación de que habla la prevención primera. Los de 
primera clase pagarán por el terreno necesario para un sepulcro cin- 
cuenta centavos, los de segunda, setenta y cinco centavos; los de tercera, 
dos pesos, y los de cuarta, cuatro pesos. 

Los comprendidos en la prevención 4. * no pagarán ninguna can- 
tidad. Los interesados harán por su cuenta la fosa en un lugar des- 
ocupado y previo señalamiento del sitio por el juez civil. 

6. <* Si alguna persona quisiere construir un sepulcro en mayor 
espacio de terreno que el necesario, pagará el que ocupare mas en 
la proporción establecida; Si alguno pretendiera tener un sepulcro 
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con carácter de perpetuidad, pagará una cuota correspodienté á di- 
ez años teniéndose como anual la fijada en la prevención anterior. 
Podrá también tomarse por cinco años, en cuyo caso no se pagará 
sino la cuota señalada por la inhumación; pero con el derecho de 
revalidar pagando cada quinquenio la misma cantidad. Los pagos 
á que se refiere esta prevención se harán en las tesorerías del ayun- 
tamiento de cada municipio, donde se formará con ellos un fondo 
separado que se dertinará, bajo la responsabiUdad del alcalde 1. ^ 
á los gastos de reparación y aseo de los panteones. 

7. ^ El jue¿ del Estado civil que infringiere lo dispuesto en las 
anterioi-es prevenciones, sufrirá la pena de suspencion temporal, re- 
moción ó multa ajuicio del Gobierno, según la gravedad y circuns- 
tancias del caso. El alcalde 1 ^ de cada municipio oirá la queja de 
la per^na que se juzgare agraviada, oirá también al juez que infor- 
mará verbabnente, y declarará 9i el juez ha faltado ó no á las ante- 
riores prevenciones, dando cuenta al Gobierno, que en el caso de res- 
ponsabilidad impondrá la pena sin mas recurso. 

Estás prevenciones tendrán el carácter de interinarías y se obser- 
varán esacta y puntualmente bajo las penas que establece la última, 
hasta que el Gobierno espida el reglamento del registro civil. Lo 
que digo á V. de orden del C. Gobernador. > 

Independencia, Libertad y Reforma. Saltillo Julio 7 de 1867v 
— E.Viesca^ oficial mayor. 
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